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Consulta Previa: del dilema de aplicación hacia la eficacia en la concertación. 

Caso de la Sierra Nevada de Santa Marta 

Resumen 

 

Este texto aborda los dilemas en la aplicación efectiva del derecho de Consulta Previa en el 

escenario de frontera entre intereses nacionales y demandas de protección del espacio sagrado de 

pueblos ancestrales de la Sierra Nevada de Santa Marta. Este derecho, concebido como una de las 

herramientas más poderosas de estos pueblos para proteger su cultura, su pervivencia y la 

biodiversidad que contiene su geografía será abordado contemplando uno de sus frentes más 

conflictivos: el uso de los recursos naturales. A la luz de ello, el problema principal surge cuando 

los derechos garantizados se desvirtúan en su finalidad y el mecanismo de protección por 

excelencia, la Consulta Previa, se torna instrumento formal  de legitimación de proyectos 

extractivos que devastan zonas de territorio sagrado. Frente a esto propongo que mientras el 

sistema jurídico avanza para dar eficacia sustancial a la participación, está claro que de la manera 

y método como la comunidad intervenga en sus espacios procesales y de participación, y de cómo 

el Estado tenga un rol preponderante en este conflicto, dependerá que los proyectos extractivos 

incorporen acertadamente las formas de vida ancestrales en las decisiones que las involucran. 

Pensarlo conducirá a crear una herramienta de gestión a modo de directriz vinculante, que equilibre 

la salvaguarda de sujetos diferenciados y el bienestar nacional producto de proyectos de desarrollo. 

Para este fin revisaré las principales referencias teóricas y de autoridad que han documentado este 

tipo de dilemas interculturales, los conceptos de Consulta Previa y de territorio ancestral o de Línea 

Negra, se identificarán instrumentos de ordenación territorial de la Sierra Nevada y se 

contemplarán las afectaciones que sufre este escenario particular.  

 Palabras Claves: Consulta Previa, Territorio de Línea Negra, Desarrollo, 

Multiculturalidad, Participación. 
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Abstract 

This paper addresses the dilemmas in the effective application of the fundamental right of Prior 

Consultation in the border scenario between national interests and demands for protection of the 

sacred space of ancestral peoples of the Sierra Nevada de Santa Marta-Colombia. This right, 

conceived as one of the most powerful tools of these peoples to protect their culture, their survival 

and the biodiversity contained in their geography will be addressed by contemplating one of their 

most conflictive fronts: the use of natural resources. In light of this, the main problem arises when 

the guaranteed rights are distorted in their purpose and the protection mechanism par excellence, 

the Prior Consultation, becomes a formal instrument of legitimization of extractive projects that 

devastate areas of sacred territory. Against this, I propose that while the legal system advances to 

give substantial effectiveness to participation, it is clear that in the way and method as the 

community intervenes in its procedural spaces and participation, and how the State has a 

preponderant role in this conflict, it will depend that the extractive projects incorporate correctly 

the ancestral life forms in the decisions that involve them. Thinking about it will lead to the creation 

of a management tool as a binding guideline that balances the safeguarding of differentiated 

subjects and the national well-being that is the product of development projects. For this purpose 

I will review the main theoretical and authority references that have documented this type of 

intercultural dilemmas, the concepts of Prior Consultation and of ancestral territory or of the Black 

Line, instruments of territorial organization of the Sierra Nevada will be identified and the effects 

that suffers from this particular scenario. 

 Key Words: Prior Consultation, Black Line Territory, Development, Multiculturality, 

Participation. 
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Introducción 

 

El panorama teórico a partir del cual se pretende comprender los dilemas territoriales en la Sierra 

Nevada de Santa Marta ïSNSM- abarca la expresión plausible y escrita de esta geografía 

particular, marcada por relatos culturales únicos, por su riqueza en servicios ambientales y, a la 

vez, por escenarios críticos a partir de los frágiles equilibrios que suceden allí. Como se verá, estos 

valores reclamados históricamente por los pueblos indígenas la Sierra Nevada han sido amparados 

por varios instrumentos de ordenación del territorio; sin embargo, el modelo procedimental, 

previsto como derecho fundamental a la Consulta Previa, es el que ha permitido expresar las 

necesidades de conciliación de intereses nacionales que recaen sobre esta parte del país, rica en 

biodiversidad y a su vez en potencial minero, como lo mostraré adelante. 

 La relevancia de lo afirmado cobra sentido en la práctica, y hace explícito el problema, 

dado que este territorio soporta las dinámicas del modelo de desarrollo extractivita preponderante 

en los últimos años en el país1 y aunque la Consulta Previa opera como instrumento dispuesto para 

conciliar dicha dinámica con los valores ancestrales de los pobladores que lo habitan, es usado de 

tal forma por el Gobierno en sus diversos niveles, que termina desvirtuando el fin garantista para 

el que fue creado y concluye sin resolver la brecha en justicia o bienestar de los titulares del 

derecho. 

  Proyectar reflexiones sobre el territorio, sus pobladores y la confluencia de intereses 

aparentemente opuestos demanda una labor de indagación cuyo eje teórico lo aporta el referente 

                                                 
1 Es el caso de los Planes de Desarrollo vigentes en las Leyes 1151 de 2007 y 1450 de 2011 cuyas 

bases dejan explícita la apuesta por el uso del subsuelo como mecanismo económico de Estado. 
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con mayor legitimidad en la materia, es decir, la jurisprudencia que la Corte Constitucional y las 

Cortes de cierre, han generado sobre el alcance del derecho a la Consulta Previa.  

 Para responder a las cuestiones inicialmente presentadas, en primer lugar, parto de 

considerar como fundamento integrador las decisiones de la Corte Constitucional, sobre todo a 

partir del año 2010, pues han generado una ampliación conceptual con consecuencias prácticas, al 

incluir el eje del pensamiento indígena de la SNSM dentro del campo de protección de la Consulta 

Previa, es decir, el territorio sagrado de Línea Negra, cuya delimitación de conformidad con el 

Decreto 1500 de 2018 será, según el artículo 5º, comprende ñel territorio ancestral de los cuatro 

pueblos indígenas de la SNSM, es el espacio determinado en la cartografía oficial adoptada por el 

IGACò, que a la fecha aún no se concreta. La implacable consecuencia de este movimiento 

jurisprudencial radica en el reconocimiento de un escenario sagrado invisible, como ámbito propio 

para la aplicación del derecho a Consulta Previa cuando sobre el mismo se pretende aplicar una 

medida o proyecto de desarrollo que lo impacte, como la minería.  

 En segundo lugar, la anterior premisa jurisprudencial permitirá adentrarme en la 

perspectiva de la antropología, con el fin de tender una conexión entre las figuras previstas por el 

ordenamiento jurídico y las experiencias humanas e históricas de un pueblo ancestral y con ello 

reflexionar sobre cómo un instrumento como la Consulta Previa puede tener un uso más integral 

de intereses contrapuestos. 

 En tercer lugar, con el fin de clarificar los mencionados intereses conflictuados identificaré, 

los instrumentos jurídicos que reglamentan el uso del territorio de la SNSM, dado que aportan 

experiencias y fórmulas de manejo destinadas a gestionar simultáneamente la conservación, la 

sostenibilidad y la ancestralidad. En cuarto lugar, con el fin de determinar la realidad material del 

territorio analizado, abordaré el diagnóstico de afectaciones ambientales y culturales consolidado 



CONSULTA PREVIA: ENTRE EL RECONOCIMIENTO Y DESCONOCIMIENTO 5 

a la fecha más reciente. Por último, presentaré algunas de las estrategias disponibles como 

metodología de estudios de caso en la gestión pública (Lemaitre, 2010), para canalizar la 

intervención del Estado y la protección real de las comunidades frente a los dilemas de la sociedad 

colectiva, como plantea el problema presentado. 

Justificación 

Preguntarse por la validez de esta investigación, conlleva rescatar la trascendencia de los derechos 

que se abordarán y las consecuencias en la vida práctica de las comunidades del uso, interpretación 

y protección de sus derechos. Esto se traduce en una de las primeras razones para abordar el 

estudio, y es encontrar un camino, a partir de la gestión desde lo público, que clarifique y refuerce 

los mecanismos dispuestos para el diálogo intercultural en un país como Colombia.  

 Bajo esta premisa, la validez del presente estudio está dada en la oportunidad de evaluar 

desde la academia el estado del arte de una situación como la enunciada, ahondar en los hechos 

problemáticos que justifican esta investigación y responder a una pregunta que apunta a diseñar 

una alternativa viable para proteger un patrimonio tangible e intangible y canalizar, así, tensiones 

territoriales a la vez. 

 La conveniencia de este análisis radica en que permite evaluar en un escenario temporal, 

bajo altos parámetros normativos y constitucionales, las variables de acción-inacción-anulación de 

un fenómeno, y la observación crítica de respuestas circulares o ausencia de respuestas públicas 

contundentes en el campo de la gestión ambiental, de los derechos humanos, y de la planificación 

territorial que supere la enumeración de problemas y respuestas que se quedan en el escenario de 

la ineficacia, socavando relaciones entre pueblos y comunidades así como gran patrimonio natural 

presente en la SNSM. 
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 Esta apuesta investigativa busca, adicionalmente, conocer las propias limitaciones del 

sistema de justicia para controlar sus propias decisiones, y de esta forma dar un uso apropiado, con 

tendencia a lo ñrealò y a la vinculatoriedad de sus razones y los efectos esperados en las decisiones 

sobre protección a derechos de sujetos colectivos, y valorar así la eficacia o ineficacia de las 

medidas fundamentales hasta ahora dadas, por las Al tas Cortes nacionales al caso de la SNSM. 

 En la práctica, validar una tarea como la que se adelantara, consultando una amalgama de 

criterios ambientales, jurídicos, económicos y antropológicos apuesta a enriquecer el diálogo, a 

profundizar razones que solo han sido escuchadas a través de espacios compartimentados, y que 

difícilmente se han puesto a dialogar, sino a yuxtaponerse o a prevalecer esporádicamente en voces 

académicas.  

Objetivo general 

 

I. Identificar y caracterizar el eje articulador desde la gestión pública de uno de los 

conflictos más relevantes recientemente generados en la Sierra Nevada de Santa Marta 

frente a la actividad de explotación de recursos en territorio ancestral. 

Objetivos específicos 

I. Identificar la presencia de una relación de frontera entre necesidades de protección de 

recursos naturales, actividades de explotación de estos y salvaguarda de poblaciones con 

particulares identidades y cosmogonías, en la Sierra Nevada de Santa Marta.  

II.  Precisar el estado del arte que responde a la problemática enunciada, es decir, precisar la 

institucionalidad, el marco normativo, el marco jurisprudencial, las competencias y 

correspondientes instrumentos de planificación e interacción previstos para solventar 

dinámicas del uso de recursos naturales renovables y no renovables con grupos indígenas. 
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III.  Caracterizar el tipo de problemas principales que suscita la aplicación del mecanismo 

fundamental para la interrelación entre grupos indígenas, necesidades de desarrollo a partir 

de recursos naturales y Estado.  

IV.  Reseñar las principales afectaciones y efectos que produce la llamada relación de frontera 

apelada como principal objetivo. 

V. Indagar el tipo de soluciones que mejor se adecué a los tipos de problemas enunciados 

como de tensión o de frontera. 

Marco teórico 

a. Mapa conceptual 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

b. Estructura de los conceptos 

Hasta ahora he propuesto una serie de categorías que permiten dar coherencia a las necesidades de 

conocimiento del problema planteado, de ahí que esté en la condición de relacionar cada categoría 

teórica con ciertos elementos fácticos. En primer lugar, y como reconocimiento de la fuerza 
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gravitacional de la jurisprudencia de las Cortes de cierre como lo analiza López (2006), el 

precedente judicial irradia los escenarios de creación del derecho, media como interlocutor 

autorizado de complejos conflictos sociales y concluye que las reglas jurisprudenciales no pueden 

ser ignoradas, con lo cual, aplicado este análisis al escenario de la Consulta Previa, encuentro una 

clara línea jurisprudencial que, al evaluar casos concretos, ha creado sub-reglas de reconocimiento 

del sentido cosmogónico concebido por pueblos ancestrales. Estas sub-reglas han permitido 

vincular todo el sistema de derechos al concepto de defensa de la integridad cultural como 

condición para la supervivencia de pueblos diferenciados (CConst. Sentencia T-547/2010, G. 

Mendoza) cuando se intervienen los recursos naturales contenidos en el territorio con el cual tienen 

una vinculación simbólica, así no corresponda al del resguardo indígena y más allá de una 

comprensión meramente arqueológica. En estos casos el juez no se limitó a reconocer un derecho 

y habiendo ampliado el espectro de aplicación de la Consulta Previa, determinó unos instrumentos 

(CConst. Auto 189/2013, G. Mendoza) que, con el fin de delimitar y actualizar los espacios 

sagrados de pueblos ancestrales, y vincularlos al criterio imperativo de la salvaguarda por riesgo 

de exterminio (CConst. Auto 4/2009, M. Cepeda), cristalizó un sustrato teórico ineludible para, a 

partir de ahí, respaldar que es constitucionalmente legítimo argumentar la concepción simbólica 

del territorio.  

 Todo relato constitucional contiene un antecedente que le permitió desarrollarse. En este 

caso, fue el discurrir de las demandas de pueblos ancestrales y su impacto en la esfera 

internacional, el que produjo en el sistema de las Naciones Unidas el reconocimiento del sistema 

de pensamiento étnico y la consolidación del concepto de Consulta Previa mediante el Convenio 

169, registrado en Colombia mediante Ley 21 de 1991, y de esta manera el sistema de fuentes 

apropió la necesidad de consultar a los pueblos indígenas, con procedimientos idóneos y de buena 
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fe, (Organización Internacional del Trabajo,1989) cuando se afecte su comunidad o sus valores 

con decisiones tomadas por el Estado. Bajo la condición de ser fuente de derecho, en cuanto 

expresa la relevancia que ha dado la comunidad de naciones, válido será argumentar esta 

preponderancia inapelable del Convenio 169 como articulador de cualquier actuación particular o 

estatal de cara a los terrenos del diálogo multicultural.  

 En otra orilla contenedora de los mecanismos para dialogar con los dilemas de protección 

identificados en el problema principal, se encuentra el conjunto de instrumentos legales sobre 

pueblos indígenas y sobre ordenación del territorio, que reunidos e interpretados determinan una 

línea base para cualquier propuesta de investigación. Estos son, principalmente: la Resolución 02 

de 1973 del Ministerio de Gobierno que reconoció jurídicamente, por primera vez, el territorio 

ancestral indígena o territorio de Línea Negra, el establecimiento legal de la figura de resguardo 

indígena (L.160/1994 y D. 2164/1995), la declaración de área ambiental protegida mediante la 

figura de Parque Nacional Natural en la SNSM, la constitución de Reserva Forestal (L. 2/1959) y 

el reconocimiento como Zona de Reserva de Biosfera al territorio de la SNSM (UNESCO, 1979).  

 Todos estos mecanismos legales pretenden la garantía física y cultural de unos pueblos, de 

una geografía concreta y de las relaciones que ahí se gestan; sin embargo, dado que, por un lado, 

existe ese marco teórico y legal aplicable directamente a la SNSM; por otro lado, también hay 

estudios recientes con consistencia metodológica, como el de Pérez, Higuera y Bonilla (2017), que 

han evaluado el impacto de protección que generan estas formas de ordenamiento, lo cual permite 

concluir que las mayores afectaciones territoriales suceden en los límites geográficos de la figura 

de Línea Negra, mientras que las zonas apegadas a la ubicación de los resguardos, parques 

naturales y reserva forestal, registran altos niveles de conservación en razón a que estos regímenes 

de administración cuentan con restricciones explícitas al uso del suelo. 
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 Es decir, para dar solidez a la investigación y ya que unas figuras han sido 

comprobadamente más efectivas que otras para salvaguardar las poblaciones indígenas y su 

patrimonio, y en tanto que el esquema de la resolución de Línea Negra ha sido la de menor 

impacto, tendrá que ser este punto de partida el que conduzca la herramienta de gestión pública 

para conectar los conceptos de participación, Consulta Previa y conservación de diversidad. Esta 

herramienta debe contemplar críticamente esta debilidad evidenciada en el estudio comparativo 

recién citado. 

  El marco de las herramientas legales que completa el mínimo referente legal a ser analizado 

en la propuesta teórica incluye las reglas ambientales y mineras sobre permisos, títulos mineros y 

licencias ambientales. Estos procedimientos son la forma en que el Estado, como soberano 

administrador del territorio y sus recursos naturales (L. 99/1993, Art. 5), dispone su 

relacionamiento para el uso de recursos con empresarios, comunidades y entidades territoriales. El 

devenir de la actividad entre el Estado y las comunidades, desde el momento de entrega del título 

minero hasta el licenciamiento ambiental y cuando se impacta una zona de influencia ancestral, ha 

implicado que el derecho a Consulta Previa haya sido decantado en una serie de procedimientos, 

muchas veces dispendiosos y costosos en tiempo y recursos2.  

 Nuevamente, en este nivel, la jurisprudencia constitucional ha aportado al debate 

eliminando los límites que las normas de participación en trámites minero-ambientales imponen a 

                                                 
2 El caso de licenciamiento ambiental de un Puerto Multipropósito en zona de influencia indígena 

del caribe implicó, en el año 2011, inversión de tiempo y recursos para adelantar proceso de 

Consulta Previa en un período de 60 días, convocando más de 1000 personas y 4 pueblos indígenas 

consultados. (Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, 2014, p. 4).  
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los grupos étnicos y ha dado el criterio para determinar hasta dónde deben ser consultados los 

pueblos. Este axioma es relevante porque permite juzgar cuándo una licencia ambiental no surtió 

el efecto debido de medición de impacto ambiental y cultural. La reflexión constitucional se 

convierte así en guía definitiva en materia de diseño de la herramienta de gerencia pública que 

involucre el repaso crítico del estado del arte sobre permisos para el uso de recursos (CConst. 

Sentencia C- 389/2016, M. Calle).  

 Como se expuso al inicio de este ejercicio, un elemento subyacente al entramado de 

normas, principios, doctrinas y convenios es el elemento antropológico presente en la pregunta de 

investigación desde su base: ¿por qué reconocer la diferencia de derechos, si todos los ciudadanos 

son iguales? Y si el modelo de Estado colombiano incluye como principio la diversidad (CN Art. 

7) ¿cuál es el sustrato del derecho humano a la diferencia y a la no extinción para pueblos 

ancestrales como los de la SNSM? Estas inquietudes plantean una búsqueda más allá de la norma 

escrita, por indagar la razón que da vigencia al reconocimiento de la Consulta Previa como 

mecanismo/derecho a la integridad étnica. Para este fin, el aporte lo ofrecen estudios teóricos como 

el que Duque (2009) desarrolla desde la historia y la antropología en el marco de una intensa 

investigación, el cual ofrece un acercamiento transdisciplinar para entender y explicar ñla medidaò 

entre el territorio y el ser humano, los procesos de colonización, aculturación, confinamiento y 

discriminación por los que han pasado los pobladores de la SNSM, los procesos organizativos y 

sus formas de concebir el relacionamiento con el mundo hasta la actualidad, con el valor adicional 

de que permite rastrear estos procesos en documentos históricos hoy vigentes como la Ley 89 de 

1890. 

 Al acudir a este tipo de argumento lo hago con el fin de comprender las razones históricas 

que han dado paso a las normas actuales sobre proceso de Consulta Previa y protección de la 
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diversidad, y con el fin de generar un documento o herramienta más fiel a la realidad, más aún si 

es desde el punto de vista de un observador que no comprende totalmente o no vivencia la relación 

con el territorio de la misma forma que los pueblos étnicos lo hacen. 

 El soporte conceptual hasta acá delimitado no está completo si no se confronta con 

información afincada en la realidad de los efectos que ha traído el encuentro desacompasado de 

dos visiones del territorio: la que concibe el uso del territorio como un elemento de productividad 

y la que lo concibe como un presupuesto de supervivencia.  

 El punto más elevado de esta confrontación está en la presencia de aproximadamente 348 

titulaciones -entre solicitudes y títulos mineros- en el territorio ancestral sin realización de 

consultas previas, el cual lleva a mirar estos efectos con seriedad y también como justificación del 

trabajo de indagación. Tales impactos han sido soportados por el Consejo Territorial de Cabildos 

de la Sierra Nevada, organización representativa de los pueblos de la SNSM, vocera oficial de las 

reglas de gobierno propio de los mismos, y a ello se suman 18 concesiones en convenio con la 

Agencia Nacional de Hidrocarburos y la existencia de 7 bloques mineros de gran escala en la 

misma zona (Consejo Territorial de Cabildos de la Sierra Nevada, 2017, p. 62). Estas cifras no son 

pacíficas e implicará confrontarlas con fuentes oficiales y con ello dimensionar el margen de 

impacto que tienen en terrenos considerados sagrados, aunque no estén delimitados.  

 Finalmente, expuesta la diversidad de fuentes y razones que justifican que hoy se esté ante 

hechos de ruptura de diálogos multiculturales, paso obligado es afrontar cómo encontrar una 

especie de autopista que tenga la capacidad de dar cuenta de: los avances en el reconocimiento a 

la Consulta Previa, las visiones de gobierno, las del gobierno tradicional de los pueblos, las fallas 

de modelos hasta hoy intentados y, sobre todo, el permanente traslape de ordenamientos del 

territorio y del suelo con fines contradictorios y simultáneos.  
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 En este sentido, propongo un instrumento de gerencia pública que, basado en la teoría 

existente sobre regulación de bienes con valor disímil, como pueden ser los culturales o los 

ambientales (Stone, 2009, p. 195), involucre la evaluación técnica de estos bienes y se 

complemente con principios constitucionales como el de justicia ambiental.(CConst, Sentencia 

T-606/2015, J. Palacio).  

  Este instrumento sería un protocolo normativo de mínimos, obligatorio, acordado 

participativamente, que sirva para fortalecer la Consulta Previa en la SNSM y que se convierta en 

elemento estratégico para la toma de decisiones sobre territorios de confluencia de intereses; pero 

que, sobre todo, tenga la capacidad de hacer participar a todos los actores, generándoles 

obligaciones y consecuencias concretas ante su omisión. El objetivo de incluir la obligatoriedad, 

la información técnica, la articulación total y la construcción consensuada es fortalecer las 

debilidades del control social y a su vez fortalecer al Estado en la gestión de bienes comunes y 

acoger realmente los dictados constitucionales que salvaguardan fines superiores para la sociedad. 

 Como colofón, cabe decir que ante el problema identificado, el sistema jurídico debe buscar 

cómo maniobrar las consecuencias de confrontación cultural en una geografía específica, lo que 

lleva a replantear la intervención estatal en territorios con triple calidad: ancestrales, 

ambientalmente relevantes y con potencial minero. 

 Este proceso inacabado se alimentará permanentemente a medida que el conflicto persiste 

y que se den nuevas formas de reclamación por el uso del territorio. Ahondar en ello implica tener 

una visión más estratégica y menos coyuntural, que alimente las severas faltas de conocimiento de 

las propias vulnerabilidades como país, en el futuro marcadas por otro discurso: el del cambio 

climático y los retos que planteará a todas las políticas públicas. 
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Capítulo I 

Marco normativo 

Colombia es un país de una tradición jurídica reafirmada en los desarrollos surgidos con la 

expedición de la Constitución Política de 1991. Esta razón le ha permitido consolidar lo que 

algunos autores han llamado el Constitucionalismo Transformador (Boaventura, ctd. En Moreno 

s.f, p.1) como aquel movimiento surgido en toda América Latina que permitió, después de una 

serie de procesos de paz, consolidar un orden jurídico incluyente, como el que habilitó la 

vinculación de excombatientes del movimiento M-19, y la integración de la mirada étnica en el 

proceso constituyente de 1991 en Colombia. 

 Bajo este acápite se presenta en forma compendiada y como primer nivel conceptual de 

análisis, el panorama de derechos codificados a favor de sujetos colectivos o grupos étnicos 

diferenciados, que tomaron mayor fuerza con la promoción del movimiento constitucional, esto 

como condición previa para comprender los efectos y reglas que puede generar su reconocimiento. 

 

Tabla 1 

Marco normativo Consulta Previa y Línea Negra  

TIPO DE NORMA y 

ORIGEN 

NÚMERO CONTENIDO 

 Norma Constitucional 

Transitoria 

Artículo 56 Mientras se expide la ley a que se refiere el 

artículo 329, el Gobierno podrá dictar las normas 

fiscales necesarias y las demás relativas al 

funcionamiento de los territorios indígenas y su 

coordinación con las demás entidades territoriales 

Norma Constitucional 

permanente 

Artículos 171, 172,173, 174, 175 y 176  

 

Circunscripción especial para garantizar la 

participación de los pueblos indígenas en el 

Senado y de los grupos étnicos en la Cámara de 

Representantes 
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Norma Constitucional 

permanente 

Artículo 246  

 

Reconocimiento de la Jurisdicción Especial 

Indígena. Justicia propia basada en usos y 

costumbres. 

Norma Constitucional 

permanente 

Artículos 286 y 287  

 

Territorios indígenas se consideran entidad 

territorial y gozan de autonomía para la gestión de 

sus intereses. 

Norma Constitucional 

permanente 

Artículo 329  

 

La conformación de entidades territoriales debe 

hacerse con participación de las comunidades 

indígenas. 

Norma Constitucional 

permanente 

Artículo 330  

 

Formas de gobierno de los territorios indígenas y 

funciones de los Consejos indígenas. Protección 

de territorios indígenas respecto a la explotación 

de recursos naturales. 

Norma de Ley con análisis 

de constitucionalidad, 

mediante sentencia C-139-

1996 de la Corte 

Constitucional. 

Ley 89 de 1890  Organización de los cabildos y resguardos 

indígenas y diversos aspectos relacionados con el 

gobierno y la administración de los territorios 

indígenas.  

Norma de Ley con análisis 

de constitucionalidad. 

Ubicada dentro de Bloque de 

Constitucionalidad. 

Ley 21 de 1991  

 

ñPor medio de la cual se aprueba el Convenio 

número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en 

países independientes, adoptado por la 76a. 

reunión de la Conferencia General de la O.I.T., 

Ginebra 1989ò. 

Norma de Ley con análisis 

de constitucionalidad 

Ley 387 de 1997  ñPor la cual se adoptan medidas para la 

prevención del desplazamiento forzado; la 

atención, protección, consolidación y esta 

estabilización socioeconómica de los desplazados 

internos por la violencia en la República de 

Colombiaò. 

Norma de Ley con análisis 

de constitucionalidad 

Ley 715 de 2001  

 

ñEstablece que los resguardos ind²genas son 

beneficiarios de recursos para que sean destinados 
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a los sectores de salud, educación, agua potable, 

vivienda y desarrollo agropecuarioò. 

Norma de Ley con análisis 

de constitucionalidad. Forma 

parte del Plan Nacional de 

Desarrollo. 

Ley 1450 de 2011  ñLos recursos de la participaci·n asignados a los 

resguardos indígenas serán de libre destinación 

para la financiación de proyectos de inversión 

debidamente formulados, e incluidos en los planes 

de vida o de acuerdo con los usos y costumbres de 

los pueblos ind²genasò  

Norma de Ley con análisis 

de constitucionalidad. 

Ley 1448 de 2011  ñPor la cual se dictan medidas de atenci·n, 

asistencia y reparación integral a las víctimas del 

conflicto armado interno y se dictan otras 

disposicionesò. 

Acto Administrativo con 

presunción de legalidad 

Resolución 2 de 1973 ñPor medio de la cual se demarca la Línea Negra 

o Zona Teológica de las comunidades de la Sierra 

Nevada de Santa Martaò 

Norma reglamentaria de 

Ley. 

Decreto 1088 de 1993 Por la cual se regula la creación de las 

asociaciones de Cabildos y/o Autoridades 

Tradicionales indígenas. 

Norma reglamentaria de 

Ley. 

Decreto 2164 de 1995  

 

Reglamenta formas y proceso de titulación de 

tierra a comunidades indígenas. 

Norma reglamentaria de 

Ley, con modulación por el 

Consejo de Estado. 

Decreto 1397 de 1996  Por el cual se crea la Comisión Nacional de 

Territorios Indígenas y la mesa Permanente de 

Concertación con los pueblos y las organizaciones 

indígenas y se dictan otras disposiciones. 

Norma reglamentaria de Ley 

99 de 1993 

Decreto 1320 de 1998  ñPor el cual se reglamenta la consulta previa con 

las comunidades indígenas y negras para la 

explotación de los recursos naturales dentro de su 

territorioò 

Acto Administrativo con 

presunción de legalidad 

Decreto 632 de 2018 Primer decreto que reconoce autonomía 

presupuestal y administrativa a pueblos indígenas, 
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en este caso a los pueblos que están en zonas no 

municipalizadas de los departamentos Amazonas, 

Guainía y Vaupés. 

Decreto especial 

reglamentario de Ley de 

Victimas 

Decreto-Ley 4633 de 2011  Se reglamentan mecanismos de protección de los 

derechos de las víctimas del conflicto armado 

pertenecientes a los pueblos indígenas. 

Decreto ordenado por 

Sentencia de la Corte 

Constitucional 

Decreto 1500 de 2018 ñRedefine el territorio ancestral de los pueblos 

Arhuaco, Kogui, Wiwa y Kankuamo de la SNSM, 

expresado en el sistema de espacios sagrados de la 

'Línea Negra', como ámbito tradicional, de 

especial protección, valor espiritual, cultural y 

ambiental, conforme los principios y fundamentos 

de la Ley de Origen, y la Ley 21 de 1991ò 

Decreto reglamentario de la 

Ley de Ordenamiento 

Territorial 

Decreto 1953 de 2014  Por el cual se crea un régimen especial relativo a 

los territorios indígenas respecto de la 

administración de los sistemas propios de los 

pueblos indígenas. 

Decreto reglamentario para 

generar unificación de la 

información predial de los 

territorios indígena. 

Decreto 2333 de 2014 Mecanismos para la efectiva protección y 

seguridad jurídica de las tierras y territorios 

ocupados poseídos ancestralmente y/o 

tradicionalmente por los pueblos indígenas. 

Directiva Presidencial, 

documento de carácter 

instructivo y procedimental. 

Directiva Presidencial 10 de 2013. Guía para la realización de consulta previa. 

Acuerdo Final para la 

Terminación del Conflicto y 

la Construcción de una Paz 

Estable y Duradera 

Punto 6.1.12 del Acuerdo Final de Paz Contiene los principios de no regresividad, 

derecho a la restitución y fortalecimiento de 

territorialidad de los pueblos étnicos, y 

protección y seguridad jurídica de las tierras y 

territorios ocupados o poseídos ancestralmente.  

Fuente: elaboración propia 
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 El nivel de análisis jurídico debe partir de la tarea de decantar el contenido esencial de todo 

el espectro legal expuesto, y con ello determinar las reglas de interpretación afines al problema 

principal de esta investigación.  

 A partir del ejercicio enumerativo se estructuran una serie de conceptos esenciales, unos 

con mayor fuerza jurídica que otros, por lo que serán vistos como garantías, para informar el 

contenido que sirva a la interpretación de los hechos dispuestos como situación problemática, es 

decir, la afectación de un territorio ancestral y el debate que nutre el instituto principal de la 

Consulta Previa, factiblemente atravesado por vacíos o por contradicciones desde su base legal.  

 Estas particularidades serán analizadas brevemente a partir del núcleo esencial de las 

principales leyes y decretos reseñados.  

 En este contexto, por un lado se ha evidenciado que el sistema ambiental y de gobernanza 

previsto para la SNSM cuenta con diversos y coexistentes sistemas de administración de recursos 

naturales, y en un nivel han permitido la generación de conflicto entre las diferentes entidades e 

instituciones que de una u otra forma tienen funciones de ordenación dentro de este ecosistema y 

este sistema de derechos, y por otro lado se ha favorecido la desarticulación y el trabajo aislado 

entre las mismas, fragmentándose con ello la gestión integral del ecosistema de la Sierra Nevada 

de Santa Marta y favoreciendo los conflictos socio culturales, ambientales y mineros expresados 

por las poblaciones indígenas que habitan el territorio. 

 Por esta razón, a primera vista aparece la necesidad de optimizar y armonizar las diversas 

instancias o entidades jurídicas con competencia en la SNSM, de cara a la posibilidad de unificar 

los diferentes instrumentos de manejo ambiental y territorial existentes en la Sierra Nevada de 

Santa Marta.   
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 Este primer acercamiento se efectúa, además, ya que la SNSM se encuentra en jurisdicción 

o influencia de tres departamentos, nueve municipios y tres autoridades autónomas ambientales 

que ejercen competencias en este territorio, situaciones de hecho que demandan la articulación de 

una comprensión coherente de todos los procesos inmersos en dichas variables.  

1.1. Aproximaciones al derecho a la Consulta Previa 

 

Como se expresó al comienzo, y partiendo del espectro normativo relacionado, se identifica como 

en la base del proceso de relacionamiento de las comunidades ancestrales y el Estado permanece 

una institución fundamental que nutre toda comprensión posterior: el derecho fundamental a la 

Consulta Previa.  

Esta institución acogida internamente mediante Ley 21 de 1991, desarrollo el Convenio 169 

de la OIT, es el resultado de procesos de sensibilización de la comunidad internacional frente al 

trabajo forzado del que estaban siendo víctimas los grupos aborígenes en contextos de post guerra3 

y que con el tiempo retomó su fuerza hasta ser acogido internacionalmente, expandiendo la 

fundamentación de que deberían ser los pueblos ancestrales los que por sí mismos debían tomar 

las determinaciones sobre su desarrollo, en contra de la simple asimilación como ciudadanos en 

los Estados modernos.  

Estas cartas de principios concluyeron en la redacción del Convenio 107 de 1954 de la OIT, 

que a su vez fue revisado, para responder a mayores demandas de justicia retributiva, que concluyo 

                                                 
3 Desde el año 1920 a 1930 la Liga de las Naciones, cuerpo internacional anterior a la Organización 

de las Naciones Unidas, destacó la preocupación por el trato marginal y trabajos forzosos que 

estaban teniendo los ñabor²genesò que habitaban las colonias europeas en el mundo. (Organización 

Internacional del Trabajo, 1989)  
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en la suscripción del Convenio 169 actual, que propugna por reconocer la independencia y 

particularidad de los pueblos indígenas y tribales del mundo4, y desarrolla su herramienta 

fundamental para hacer plausible dicho reconocimiento a través del mecanismo de Consulta 

Previa, o derecho que se les reconoce a los pueblos a ser consultados, mediante mecanismos 

apropiados, a través de sus autoridades representativas, de buena fe, y previo a la realización de 

proyectos, actividades u obras que de alguna forma puedan afectar su modo de vida, por lo tanto, 

reconoce su derecho a participar, para elegir su particular visión de desarrollo, cuando dichos 

proyectos afecten sus territorios, o los recursos presentes en estos, o sus modos de vida.  

Este derecho fundamental a la Consulta Previa, reconocido a las comunidades ancestrales, 

es igualmente traducción de un derecho a la vez que instrumento o medio para reconocer un 

espectro mayor de derechos reconocidos a comunidades étnicas, como la integridad o la propiedad 

colectiva o derecho a la información. En consecuencia, es la comunidad titular de un derecho a 

participar y a ser convocada para conocer los impactos reales y el nivel de intervención que 

determinado proyecto o norma o actividad tiene en su territorio.  

Actualmente el derecho a Consulta Previa ha sido llevado a la práctica por un tipo de 

procedimiento contenido en la Directiva Presidencial 10 de 2013, cuyas fases comienzan en un 

proceso simplificado en la siguiente ruta metodológica: 

 

 

 

                                                 
4 El Convenio 169 de la OIT considera pueblos tribales a los indígenas, los afrodescendientes y las 

comunidades Rom o gitanas.  
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Tabla 2 

Procedimiento actual para adelantar la Consulta Previa  

 

ETAPA 

 

CARACTERIZACIÓN 

 

CERTIFICACIÓN 

Indagación por parte de interesado en un proyecto sobre 

presencia de comunidades étnicas en área de influencia 

de un proyecto. Consulta de Base de Datos oficial con 

contenido cartográfico y geográfico o visita de zona. 

 

PREPARACIÓN 

Acercamiento a entidades involucradas, y ejecutores y 

sus posturas sobre proyectos. 

 

PRECONSULTA 

Convocatoria de entes de control, presentación a la 

comunidad de su marco de derechos y para formulación 

de preguntas y definición de cronograma. 

 

CONSULTA 

Identificación de medidas de manejo para responder, 

compensar o mitigar frente a afectaciones posibles que 

conlleva un proyecto. Acto de Protocolización de 

acuerdos. 

 

SEGUIMIENTO 

El Ministerio de Interior verifica mediante seguimiento 

periódico el estado de los acuerdos. 

Fuente: elaboración propia 

Esta ruta metodológica ha servido, hasta el momento, para direccionar el cumplimiento de 

los principios que regulan el derecho que tienen los pueblos a ser consultados; y prevé en su 

contexto evitar deficiencias en información, representación de la comunidad, respeto a sus 

tradiciones y usos, y evitar el desvío de los fines del proceso. A la vez, opera como herramienta 

para dar efectividad al principio participativo direccionador de todas las relaciones en el Estado, a 

partir del preámbulo constitucional. 
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Llevados a la práctica, el derecho a la consulta previa y a la participación contemplan 

dilemas propios de su aplicación cuando se encuentran intereses nacionales sobre territorios o 

costumbres propias de culturas ancestrales; el caso del uso de los recursos naturales, renovables y 

no renovables, es uno de los escenarios donde mayor conflicto puede suscitarse. Por un lado, la 

nación, propietaria del subsuelo adelanta proyectos extractivos o intensivos en territorio-suelo al 

que los pueblos asentados expresan un reclamo a su propia visión de vida. El arreglo constitucional 

prevé que toda explotación sobre recursos naturales en territorios indígenas se hará sin afectar la 

integridad cultural, social o ambiental de los mismos. (CN Art. 330) 

Internamente, el Decreto 1320 de 1998 delimitó las reglas de entendimiento de la Consulta 

Previa en territorios colectivos de grupos étnicos cuando se busque adelantar proyectos extractivos 

de interés nacional. En dicho contexto, la Consulta Previa es el medio para evaluar impactos 

económicos, culturales y sociales, cuando una obra de carácter extractivo sea llevada a cabo en 

territorio indígena o colectivo.  

En todo caso, para dicha norma, se entenderá al territorio como aquel espacio titulado 

colectivamente a pueblos étnicos, o cuando de no ser titulado, lo habiten en forma regular. Extiende 

la participación de estas poblaciones a la elaboración o consideración de sus particularidades en 

los estudios de impacto ambiental, planes de manejo ambiental o diagnóstico ambiental de 

alternativas que complementan la actividad licenciatoria ambiental y extractiva sobre el territorio 

nacional; sin embargo, todas estas precisiones son aplicables únicamente al concepto de territorio 

restringido por el artículo 2º del Decreto 1320 de 1998. 

1.2. Derecho a la Participación 

Es claro así que el derecho a la Consulta Previa está desarrollando o poniendo el práctica otro 

derecho, el derecho a la participación, que sirve al propósito común de salvaguardar la auto-
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determinación y la integridad cultural de sus sujetos, y que puede ser comprendido a partir del 

Convenio 169 de la OIT, que recoge la necesidad de profundizar el nivel de injerencia de las 

comunidades étnicas en sus destinos, resaltando un carácter más específico que el derecho que se 

le reconoce a cualquier ciudadano y esto está ligado al derecho que tienen los pueblos, a definir 

sus propias prioridades. Se concluye, entonces, que el derecho a la participación aporta varias 

facetas que deben ser cuidadosamente comprendidas en los grupos étnicos: una interna, relativa al 

reconocimiento del autogobierno y propias formas de representación y otra externa, que los vincula 

con el Estado y con los demás ciudadanos, ya sean empresas o personas naturales.  

Estas facetas, tratan sobre la forma en que los pueblos ancestrales actúan a partir de un 

colectivo diferenciado del total de la ciudadanía que conforma una nación, y que los mecanismos 

previstos ordinariamente para garantizar la participación en el debate de la vida social, no son 

suficientes para estos grupos, por lo tanto se profundizan en valores como la interculturalidad, y 

en métodos, como la atención a leyes de derecho propio. Los fundamentos concretos de estos 

desarrollos, pueden ser hallados en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de 

los Pueblos Indígenas, (2007) cuando reafirma ñque los pueblos indígenas son iguales a todos los 

demás pueblos y reconociendo al mismo tiempo el derecho de todos los pueblos a ser diferentes, 

a considerarse a s² mismos diferentes y a ser respetados como talesò (p. 1). 

Comprendido el carácter inescindible de los derechos a la participación y a la consulta 

previa, es cada vez más preciso su alcance. Una de las fuentes más importantes de interpretación 

de estos derechos desarrollados en el Convenio 169 es la Comisión en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones de Expertos, instancia vinculada a las labores de la OIT, que formuló una serie 

de precisiones decantando el contenido de la participación aplicada para la gestión de los valores 

de pueblos ancestrales, enfatizando que: la participación para pueblos tribales se debe entender 
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como el derecho a ser involucrados en los procesos de toma de decisiones del país donde habitan, 

y para esto, cuentan con el derecho a ser escuchados y con ello influir en las voluntades colectivas.  

Adicionalmente, reafirmó la Comisión en informe presentado en el año 2011, que este 

derecho debe contar con mecanismos adecuados para su expresión, y que en consecuencia deberán 

hacerse todos los esfuerzos para que se les propicie el grado más posible o ampliado de control a 

los pueblos ancestrales sobre sus propios destinos. 
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Capítulo II  

Marco jurisprudencial  y subreglas de interpretación para el problema de investigación: 

jurisprudencia nacional e internacional relevante 

Visto el contenido normativo y como se introdujo inicialmente, el tenor aportado por el precedente 

judicial ha ganado un terreno suficientemente fortalecido en la comunidad jurídica y en general, 

en la sociedad que, de uno y otro lado, como operadores del derecho y como receptores del derecho 

han permitido legitimar el derecho producido por las Cortes de última instancia.  

De lo anterior es válido retomar lo afirmado por López (2006), quien analiza como ante los 

severos conflictos sociales por causa de aplicación de derechos, es el juez quien obrará como 

interlocutor autorizado y canalizador de las disyuntivas sociales. En términos generales, el criterio 

de regla jurisprudencial ha tendido a disciplinar, con carácter de autoridad, fuente de derecho y de 

contenido, las interpretaciones de los conceptos jurídicos más vitales y contenidos en el cuerpo 

constitucional; con esto se concluye que las reglas jurisprudenciales tienen la vocación de ser 

acatadas en sus principios y en su capacidad de creación de reglas y subreglas jurídicas. 

 De estas reglas de reiteración5, como se verá adelante, en cada caso o sentencia clave 

analizada es posible identificar un criterio con suficiencia doctrinal, con autoridad y legitimidad, 

que propicia, por un lado, la construcción conceptual y, por otro, la identificación de razones de 

actuación pública y privada, claramente decantadas para aplicar al análisis de la Consulta Previa y 

su rol como instrumento de gestión de derechos colectivos e individuales. 

                                                 
5 Una regla de reiteración, según López (2006), es aquella que permite a una Alta Corte aplicar 

una doctrina de interpretación jurídica y con ello generar una tendencia de estabilidad de la misma 

con el fin de convertirla en vinculante u obligatoria para los demás jueces. 
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 A continuación se presenta un análisis de las principales sentencias consultadas, en forma 

de problemas y reglas que permiten extraer el conjunto de puntos arquimedicos propuestos y 

desarrollados por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, como principales órganos de 

cierre de controversias nacionales, que desarrollan los contenidos claves del problema 

principalmente propuesto: la tensión entre el derecho a la Consulta Previa y su aplicación en un 

escenario de tensión legal y fáctico, iniciando por la sentencia que reconoció por primera vez el 

concepto de Línea Negra operativizado en una decisión judicial de última instancia. Esta postura 

se complementa con las reglas definidas por la justicia internacional aplicable en Colombia. 

Las decisiones seleccionadas corresponden a sentencias nacionales e internacionales 

(justicia interamericana) que se consideran de mayor relevancia para el problema abordado toda 

vez que, sin excluir la importante y abundante jurisprudencia presente, las decisiones extraídas 

aportan elementos argumentativos y conforman sub reglas para: la inclusión por primera vez, de 

efectos jurídicos al espacio ancestral de Línea Negra,  por coincidir temporalmente con el 

momento en que se activan los proceso del uso del territorio (suelo y subsuelo) que mayor conflicto 

han suscitado recientemente en la justicia contemporánea, época conocida como la de la inclusión 

de la justicia ambiental.  

Y por último, las decisiones de rango regional analizadas propuestas cuentan con una doble 

característica relevante al problema, y es que sus argumentaciones sobre territorios de relevancia 

espiritual para poblaciones indígenas han sido involucradas internamente  y a la vez permite dar 

una mirada comparada de la conceptualización del fenómeno jurídico similar en hechos al vivido 

por las dinámicas extractivas en la SNSM, precaviendo la posible respuesta que daría el sistema 

de justicia interamericano en el caso en que el sistema interno no reconozca el espectro de derechos 

enunciado. 
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2.1. Jurisprudencia nacional 

 Sentencia T-547 de 2010 

 Problema Jurídico 

 Resuelve la Corte Constitucional el estatus jurídico de la Resolución 1298 del 30 de junio de 2006 

del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (hoy, Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible) que otorgó licencia ambiental a la Empresa Puerto Brisa S.A. para la 

Construcción y Operación de la Fase I del Puerto Multipropósito de Brisa, localizado en 

jurisdicción del municipio de Dibulla, y que aparentemente fue desarrollado inconsultamente e 

impactó espacio ancestral de Línea Negra.  

 Reglas extraídas    

No.1 El Derecho a la Consulta Previa es fundamental y constitucional, por lo tanto son prohibidas 

las posturas controversiales o adversariales en su trámite, es igualmente es inadmisible que la 

Consulta Previa sea tratada como mero trámite administrativo, garantizando que la buena fe y la 

comunicación efectiva sea su principio metodológico. 

 No.2 Son objetivos de la Consulta Previa: el conocimiento pleno, la ilustración de cómo la 

ejecución del proyecto impactará elementos que constituyen la cohesión de la comunidad, la 

participación efectiva y activa de la comunidad en la decisión de la autoridad, contemplar la 

importancia del territorio para grupos étnicos, el deber de hacer un ejercicio común de ponderación 

de intereses en juego. Constituye un límite de la Consulta Previa: preservar la competencia para 

decidir sin arbitrariedad y garantizando que se ponderen derechos humanos involucrados, 

propuestas, protección de interés general a la diversidad, pero bajo la salvaguarda de las potestades 

inherentes del Estado. 
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 No.3 La Consulta Previa es un derecho procedimental, pero no es un camino exclusivo para 

salvaguardar las demás garantías constitucionales. El límite a la garantía de comunidades no puede 

detenerse en esta figura la cual puede ser expansiva. 

 No.4 El reconocimiento de la Línea Negra forma parte del derecho a la libertad religiosa 

como medio legítimo para un ser humano, de separar lo que entiende como sagrado y lo que 

entiende como profano. 

 No.5 En el caso de resolver casos prácticos de tensión de derechos colectivos y desarrollo 

de un proyecto, es relevante considerar el transcurso del tiempo como criterio de análisis, de ahí 

que cuando los afectados deciden demorar su acceso a la justicia están permitiendo que el juez, en 

aras de precaver la falta de certeza jurídica, consolide derechos de terceros. Suspender una 

actividad de explotación de recursos del todo, es por regla, una restricción desproporcionada en 

este caso concreto. 

 No.6 Acoge el diagnóstico de impactos desde la dimensión de la integridad cultural 

(espiritual y material), social y por ende reconoce que la conectividad no es solo entre espacios 

sagrados sino que se da entre los escenarios que conforman la existencia misma de una comunidad. 

 No.7 Si el daño se verifica en escenarios inmateriales, en este espacio también debe ser 

diseñadas las medidas de reparación, por lo tanto serán válidas las afectaciones reseñadas por los 

pueblos, y deben ser contempladas para efectos de ser restauradas. 

 No.8 Ordenó la Corte que cualquier actividad de obras nuevas en el entorno de la Sierra 

Nevada de Santa Marta, que tenga incidencia ambiental y cultural, deberá involucrar y sea 

orientada a revisar, modificar, derogar o adicionar, según sea el caso, las normas previas con el fin 

de redefinir o actualizar la denominada Línea Negra.   
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Auto 189 de 2013 

 Problema Jurídico 

 La Corte Constitucional adelanta actividad de evaluación y seguimiento dirigida a verificar la 

efectividad de la respuesta dada por las autoridades ambientales de las medidas de manejo 

ambiental dirigidas a mitigar, corregir o compensar los efectos causados por proyecto de 

infraestructura portuaria en territorio ancestral de los 4 pueblos de la SNSM. 

 Reglas extraídas 

No.1. Reconoce explícitamente el concepto de Constitución cultural, que encierra la 

Constitución Política como una forma para que la diversidad cultural deba ser preservada no solo 

por el Estado, sino por los demás actores sociales. Reconoce el vigor normativo del derecho de las 

comunidades, leído en contexto de aplicación del artículo 246 de la Constitución Política. La 

aplicación del convenio 169 de la OIT determina la regla de que: son bienes de protección las 

prácticas, valores e instituciones de los pueblos, y cómo estos deben ser reconocidos y sus titulares 

deben participar en la formulación, aplicación y evaluación de planes y programas nacionales que 

les puedan afectar. Específica que es deber respetar su relación con el territorio o tierras, que 

ocupan o utilizan. Igualmente, extiende el término tierra o territorio a la totalidad del hábitat 

concebido por los pueblos ancestrales, obligando una concepción que supera la de uso material. 

 No.2 Cuando se trate de explotar o explorar materiales del subsuelo de la Nación los 

pueblos deben ser consultados para así, comprender en que manera son afectados, y de la misma 

forma deben recibir los beneficios de esta actividad o ser indemnizados por su afectación o daño. 

 No.3 El Ordenamiento Territorial en Colombia, y la ley 1457 de 2011 que lo regula 

reconoce la diversidad y las divergentes variables geográficas, institucionales, étnicas y culturales 

como valor dentro de la gestión del territorio. 
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 No.4 Reconoce y desarrolla el concepto de impacto cultural y su oportunidad para ser 

reparado como daño inmaterial, estableciendo medidas de reparación cultural de la mano de la 

misma comunidad y de expertos. 

 No.5 La Constitución Política contiene un triple contenido normativo a raíz del cuerpo y 

articulado ambiental, así: el ambiente es visto como bien jurídico, como derecho y como deber. A 

partir de este desarrollo da certeza normativa al principio de precaución como la obligación 

atribuible a todo asociado de actuar frente a peligros potenciales contra el ambiente, instando a no 

actuar, aunque el daño al ambiente no se haya presentado. 

No.6 Retoma la regla consolidada en la sentencia de unificación SU-039 de 1997, la cual 

recoge la disposición para compaginar intereses de comunidades étnicas e intereses de la nación, 

estableciendo que la solución del debate se hará según el caso concreto, evitando la maximización 

de un solo derecho y propender por la mejor realización de estos. 

 No.7 Reconoce la aplicación de Principio de mayor autonomía para la decisión de 

conflictos internos por parte de comunidades étnicas, pero disminuye su aplicación en favor de la 

intervención por parte del juez, cuando hay presencia de bienes ponderables. 

 Auto 4-2009 

 Problemas jurídicos 

 Evalúa la Corte Constitucional, en el marco de la declaratoria de Estado de Cosas Inconstitucional 

con ocasión del desplazamiento forzado por causa de conflicto armado, si es viable aplicar medidas 

y medir un impacto diferencial por causa del conflicto armado sobre los grupos étnicos y 

determinar patrones concretos de protección coherentes con esta declaratoria de estado de 

inconstitucionalidad. 
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 Reglas extraídas 

No.1 Se hace una valoración de la situación de los pueblos indígenas de la SNSM a partir de, entre 

otros, el Informe Misión internacional, el pronunciamiento de los 4 pueblos, la denuncia de 

exterminio expresada por la Resolución Defensorial 024 de 2002 sobre los 4 pueblos, el Informe 

del Relator Especial de Naciones Unidas, identificando el estado humanitario calificado como 

etnocidio. Remarca la situación de los territorios de los 4 pueblos de la SNSM, como sede del 

conflicto paramilitar, de guerrillas y de disputas por la tierra, como territorio eje de la guerra 

insurgente y contrainsurgente, impactando con ello severamente la movilidad y sitios sagrados. 

Reconoce, y declara que estos pueblos han sido víctimas de masacres y violencia colectiva (al 

menos 5 masacres) y más de 60 asesinatos selectivos, que constituye la causa directa de 

desplazamiento masivo, con la consecuente ruptura cultural con imposibilidad de retorno o 

calificado como retorno de alto riesgo por la presencia del ejército en las zonas de civiles, 

calificando el riesgo alto para procesos reorganizativos de comunidades. 

No.2 Involucra en la decisión estructural la cuestión debatida por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos que habilitó las medidas cautelares de este procedimiento supranacional a 

favor de los pueblos de la SNSM. 

 No.3 Determina que la respuesta formal del Estado ha garantizado la expedición de 

políticas ineficaces, y dispuso que todo programa de garantías de pueblos afectados por el 

desplazamiento debe contener fechas y componentes de prevención, formulación e 

implementación de Planes de Salvaguarda étnica para prevención del desplazamiento forzado con 

énfasis en la inclusión de elementos de prevención, protección de líderes, fortalecimiento de 

integridad cultural y social, protección de territorio tradicional frente a procesos bélicos o de 

despojo. 
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 No.4 Declaró el peligro de exterminio cultural y físico de los pueblos de la SNSM por el 

conflicto armado y violación de derechos individuales. 

 Sentencia T-769-2009 

 Problema Jurídico 

Resuelve la Corte Constitucional la aplicación y contenido del derecho a la participación de 

comunidades étnicas frente a proyectos de explotación de recursos naturales autorizados 

legalmente, pero cuya extensión en tiempo y espacio abarca más de una década y más de una 

comunidad étnica afectada.  

Reglas extraídas 

No.1 La exploración y explotación de los recursos naturales en los territorios nativos hace 

necesario afrontar el problema de resolver intereses contrapuestos como son: i:  la planificación del 

uso de los recursos naturales a la luz de los criterios de conservación, restauración o sustitución y 

el aseguramiento de los elementos que generan cohesión social y cultural a los pueblos indígenas 

que ocupan dichos territorios sujetos de planificación. 

No.2 De cara a procesos de Consulta Previa con comunidades, la Autoridad Ambiental 

deberá previamente y siempre verificar: i) si hay una vulneración de los derechos de comunidades 

étnicas en sus territorios y ii) determinar el tipo de impacto ambiental que se genera en dichas 

zonas. El criterio de la autoridad ambiental será de carácter vinculante para la autoridad que 

adelanta la Consulta previa. 

No.3 El contenido de los derechos fundamentales de las comunidades no es igual al 

contenido de los derechos colectivos de otros grupos humanos, por eso son sujetos 

individualizados de derechos colectivos y sujetos especiales de protección constitucional. 
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 No.4 Se debe dar garantías plenas para que los pueblos ancestrales participen en la 

definición e inclusión de sus prioridades de desarrollo en la medida que afecte sus vidas. 

 No. 5 La participación de las comunidades debe contemplar la dimensión de que participen 

al menos, en igual nivel que otros sectores de la población, y garantizar con ello el principio de No 

restricción, para ello la Consulta Previa es un medio idóneo para alcanzar la inclusión. 

 No.6 Mientras se reglamente en tiempo, modo, lugar, los principios de interpretación para 

el uso constitucional de la Consulta Previa son: su obligatoriedad cuando se afecta directamente 

una comunidad, el principio de flexibilidad y el de buena fe. 

 No.7 La omisión del procedimiento/derecho de la Consulta Previa es susceptible de la 

tutela constitucional. Por esta vía las comunidades indígenas tienen la opción de que, 

cautelarmente no se adelanten las medidas que no hayan sido previa y debidamente consultadas. 

 No.8 Introduce como precedente constitucional la regla de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos (2007) en el caso comunidad de Saramaka vs Surinam que determinó que la 

subsistencia cultural y económica de los pueblos étnicos es directamente dependiente del acceso y 

uso a los recursos naturales en su territorio vinculados con su cultura y creencias.  

 No.9 El precepto constitucional que da autonomía a los territorios indígenas crea ámbitos 

de confrontación cultural a nivel de ordenamiento jurídico, por lo tanto es deber de la autoridad 

redefinir la intervención estatal en los territorios ancestrales, dentro del marco de los principios del 

derecho internacional que reconocen a las minorías el derecho a considerarse a sí mismos 

diferentes garantizando con ello la pervivencia de la riqueza cultural y la diversidad étnica. 

 No.10 Es deber del Estado obtener el consentimiento libre, informado y previo de los 

grupos étnicos, según sus tradiciones cuando, mediante planes de desarrollo o de infraestructuras 

a gran escala, se generen impactos que afecten la pervivencia de los pueblos y su territorio. 
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 No.11 El consentimiento previo, como modalidad de Consulta Previa, se predica como 

condición cuando es probable que las comunidades tengan que atravesar cambios sociales y 

económicos profundos debido a megaproyectos, y que las autoridades no sean capaces de entender, 

o de precaver dichos cambios sociales o culturales. 

 No.12 Aplicar el principio de consentimiento previo atado a la Consulta Previa implica que 

se evalúe y demuestre la relación entre territorio y supervivencia cultural y económica de las 

comunidades, evaluar el daño y su impacto interdimensional en el tiempo sobre las mismas, sobre 

todo para casos de proyectos que superan los 20 años de concesión. 

 Sentencia T-849-2014 

 Problema Jurídico 

En esta oportunidad la Alta Corte estudió la adecuación constitucional de la expedición de una 

licencia ambiental por parte de una Corporación Autónoma Regional para adelantar labores de 

explotación de recursos naturales en territorio ancestral, sin adelantar consulta previa. 

Reglas extraídas 

No.1 Frente al alcance de la Consulta Previa en territorio ancestral, la Corte determina que la Línea 

Negra no debe interpretarse únicamente como un sistema de hitos o puntos geográficamente 

referenciados, sino al contrario, lo que se protege es la ñtotalidad del espacio geo-referencialò y no 

una suma de marcas espaciales.  

No. 2 El espacio ancestral protegido no se determina únicamente por la cercanía o lejanía 

de la comunidad ancestral que ejerce sus prácticas religiosas.  

No.3 Frente al vencimiento de términos establecidos para instaurar las acciones de nulidad 

contra los actos que autorizan la explotación de recursos la acción de tutela es el mecanismo idóneo 

y eficaz para garantizar los derechos fundamentales de las comunidades de la SNSM. La 
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consecuencia es la pérdida de efecto de las resoluciones que autorizan ambientalmente el proyecto 

concreto, y la pérdida de fuerza ejecutoria de los actos subsiguientes, como la firma del contrato 

de concesión, hasta tanto no se garantice la Consulta Previa. 

No.4 Las certificaciones expedidas por el Ministerio de Interior deben la obligación de 

precisar si el área solicitada por el proyecto de explotación de recursos, requiere adelantar consulta 

previa o no por ubicación en espacio de Línea Negra.  

 Sentencia C-389-2016 

 Problema Jurídico 

Analiza la Corte Constitucional si la entrega de títulos mineros autorizados por el Código Minero 

en territorios de comunidades étnicamente diferenciadas desconocen las facultades que les otorga 

la Constitución Política a estos grupos étnicos como autoridades en sus territorios, al impedirles 

excluir la minería de estos o tramitar sus impactos de manera autónoma.  

Reglas extraídas 

No.1 El derecho de prelación de comunidades en la asignación de derechos mineros en sus 

territorios no constituye justificación explícita para descartar la aplicación del derecho de Consulta 

Previa cuando la afectación implica una amenaza intensa sobre su territorio. 

No.2 Reconoce el impacto multidimensional de la minería en contraste con su apuesta 

como motor de desarrollo, y reconoce sus fuertes impactos en beneficio nacional y la afectación 

de comunidades étnicas, determinando con esto que la viabilidad de actividades de exploración 

implica la necesidad de aplicar el principio de planificación ambiental, optando por la necesidad 

de elevar los estándares en esta materia, y extenderlo al concepto de un uso de los recursos 

naturales que valore siempre las consecuencias de su explotación. 
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 No.3. Recoge y aplica los principios fundantes del derecho internacional ambiental, es decir 

el principio de sostenibilidad y la obligación de desarrollarlo en la práctica a través de la 

prevención la precaución y la duda a favor de la naturaleza. 

 No.4 Reconoce la necesidad de abordar conceptualmente el derecho radicado en personas 

subjetivas futuras, mediante el fundamento jurídico de solidaridad intergeneracional, y el deber de 

desarrollarla mediante un compendio de responsabilidades y obligaciones en cabeza de las 

generaciones presentes. 

 No.5 Reconoce el desarrollo sostenible y los derechos colectivos como un derecho de 

carácter difuso, pero con un contenido claramente político y contenido jurídico, expresado hoy en 

el derecho a un ambiente sano. 

 No.6 Recoge la reglas de la sentencia C-035-2016 sobre tensiones entre conservacionismo 

y desarrollismo así: la tensión debe resolverse en el caso concreto; el dilema que dice que 

desarrollar una sociedad implica que se prescinde del valor del ambiente es falso, y la respuesta 

que remite a la preponderancia de optar por el interés general no resulta adecuada para resolver 

esta tensión, por ende es viable, adicionalmente considerar las disputas científicas en torno al 

debate como criterio de ponderación adicional. 

 No.7 El modelo político que estructura el orden constitucional en Colombia es el 

participativo, y son los ciudadanos la fuente de las decisiones que impactan a los ciudadanos, 

recogiendo el principio internacional de derecho ambiental conocido como principio número 10 

de la Declaración de Río sobre participación y el enfoque por ecosistemas o principio 12 de la 

Declaración de Río. 

 No.8 Recoge el carácter imperativo de aplicar el principio de justicia ambiental así: la 

demanda de justicia debe contemplar la distribución social de beneficios y cargas, o equidad 
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ambiental, el cual será complementado mediante una efectiva compensación y participación activa 

de las personas, grupos o comunidades que son afectados real o potencialmente por una acción 

que impacte su hábitat.  

 No.9 Recoge la línea de reiteración expresada en 5 sentencias de constitucionalidad previas 

sobre el uso de subsuelo por parte de la Nación y la aplicación de principios ambientales como 

fundamentos con contenidos certeramente normativos y obligatorios, cuyo fin sería evitar que se 

consoliden riesgos al medio ambiente a través de una opciones hermenéutica pro natura sobre 

normas especial como el código minero y sus reglamentos. Este precedente es modulado mediante 

la sentencia SU-095-2018. 

No.10 Aclara que toda actividad minera, consolidada en un contrato o título minero cuenta 

con un significado normativo relevante y propio, por lo mismo debe ser compatible con los 

mandatos constitucionales y los principios del derecho ambiental. 

 No.11 El derecho de prelación de los pueblos indígenas sobre el uso de recursos mineros 

no puede ser interpretado como el único derecho sobre el uso del territorio colectivo, ni se agota 

en este mecanismo. 

 Sentencia T-606-2015  

 Problema Jurídico 

Se pregunta la Corte Constitucional si la administración pública debe adoptar especiales medidas 

de protección en favor de los accionantes representados en la comunidad de pescadores artesanales 

que realizan sus actividades en el ecosistema relevante de Parque Nacional Natural Tayrona en 

Magdalena, donde dicha actividad está restringida. 

 

 



CONSULTA PREVIA: ENTRE EL RECONOCIMIENTO Y DESCONOCIMIENTO 38 

 Reglas extraídas   

No.1 De cara a las afectaciones de poblaciones que sufren restricciones a sus actividades 

productivas se deberán aplicar reglas de compensación concertadas en caso que se compruebe que 

se está presentando un caso de violación de derechos. 

No.2 Determinó que frente al encuentro de intereses locales y nacionales sobre un mismo 

recurso, se diseñaría un plan maestro de protección y restauración, en este caso del Parque Natural 

Tayrona. Este se enfocaría a detener decididamente los indicadores concretos y macro-generadores 

de daño ambiental y afectación del ecosistema relevante. 

Sentencia C-035-2016 

Problema Jurídico 

El problema conocido en esta acción de constitucionalidad se centra en la definición de 

constitucionalidad del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, en el artículo que autorizaba al 

Gobierno Nacional a delimitar áreas de reserva estratégicas mineras. 

Reglas extraídas 

No 1. No es competencia exclusiva del nivel nacional la determinación de estas áreas estratégicas 

de explotación económica, dicha actividad debe ser consultada con las autoridades territoriales 

donde se concibe determinar la importancia económica de ciertas zonas. 

No.2 Salvaguardar el principio de rigor subsidiario implica que las Corporaciones 

Autónomas Regionales conserven la autonomía para dar licencias cuando el impacto del proyecto 

sea regional o local. 

No.3 Se prohíbe la explotación de recursos no renovables en áreas de páramo por su triple 

condición: son zonas que tienen déficit de protección ambiental, son zonas que tienen función de 
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soporte ecológico, y son ecosistemas frágiles que ameritan la aplicación del ordenamiento 

ecológico constitucional.  

No.4 No reconoce el derecho a la confianza legítima de los particulares que desarrollaban 

actividades en los páramos, previo, a la decisión constitucional. Resuelve el conflicto socio 

ambiental mediante la declaratoria de inconstitucionalidad de cualquier actividad que afecte el 

ecosistema páramo. 

Sentencia SU-133-2017 

 Problema Jurídico 

La Corte Constitucional define si existe un deber constitucional de garantizar los derechos 

fundamentales a la participación, al debido proceso, a la libertad de oficio frente a la cesión no 

consultada por parte del Estado de hacer cesión de títulos mineros frente a actividades antes 

otorgadas a mineros artesanales. 

Reglas extraídas 

No.1 Reafirma la jurisprudencia establecida al analizar la ley 99 de 1993, retomando la 

obligatoriedad de adelantar Consulta Previa tanto en procesos de explotación como en procesos de 

exploración de recursos naturales, cuando se pueda afectar comunidades étnicamente 

diferenciadas. 

No. 2 La ausencia de normas concretas que prevé la realización de Consulta Previa frente 

a determinada actuación pública o privada, no es impedimento para proceder a adelantarla cuando 

una obra, proyecto o acto afecta territorios o colectivos étnicos. 

No. 3 Dado que la entrega de un título minero genera una expectativa y tiene posibles 

impactos sobre el uso de un territorio a un particular, debe estar mediado por una actividad de 

participación relevante, si afecta comunidades sujeto del derecho. 



CONSULTA PREVIA: ENTRE EL RECONOCIMIENTO Y DESCONOCIMIENTO 40 

No.4 El derecho a la participación tiene el carácter de ser universal y expansivo, es decir, 

involucra espacios estatales, públicos y privados, y se informa de todo aquello que pueda afectar 

a la comunidad, al individuo y a los ciudadanos. Igualmente, deber ser construido como un acto 

constante de reivindicación  

No.5 Eleva a nivel de Sala Plena, decisión de tutela del año 2015, la regla que prescribe 

que un acto general, como delimitación de zonas estratégicas mineras en grandes extensiones de 

territorio, es una decisión que debe ser consultada si afecta la identidad y libre determinación de 

los pueblos, así dicho acto administrativo constituya una expectativa general y futura del uso del 

subsuelo. 

No.6 La intensidad de las medidas que afectan un territorio donde hay presencia de 

comunidades étnicas, puede variar si es un título minero, un contrato de concesión, una licencia 

ambiental, o la exploración, pero en todo caso, se debe garantizar medidas que reconozcan el 

impacto en esas áreas. 

Sentencia Radicado 47001-23-31-000-2013-00008-01(AC) Consejo de Estado 

 Problema Jurídico 

El Consejo de Estado analizó en fallo de tutela en segunda instancia, la procedencia de proteger 

los derechos a la consulta previa, al debido proceso y a la autodeterminación  de las comunidades 

frente a la autorización ambiental expedida por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 

al proyecto de un hotel ecoturístico los Ciruelos en el Parque Nacional Natural ñTayronaò, espacio 

identificado como territorio ancestral de Línea Negra en los hitos geográficos 22 al 27 reconocidos 

en las resoluciones Nos. 002 de 1973 y 837 de 1995.  
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Reglas extraídas 

No.1 Retoma jurisprudencia constitucional en cuanto afirma que son susceptibles de ser 

consultadas previamente todas las decisiones administrativas que implican la afectación de 

territorios indígenas como: proyectos de desarrollo ampliamente entendido en licencias 

ambientales, contratos de concesión, concesiones mineras, proyectos de educación, y medidas 

legislativas que afecten a las comunidades indígenas. 

No.2 Identifica las concepciones divergentes sobre la representación del espacio de Línea 

Negra según la representen las comunidades o el Gobierno. Afirma que dicho reconocimiento 

divergente opera como mecanismo intercultural de dos conceptos de territorio ancestral no 

identificables, y concluye que en tal medida, para valorar si un proyecto esta o no dentro de 

territorio ancestral, será necesario identificar además del límite geográfico, el espacio tradicional 

de todas las actividades sociales, económicas o tradicionales indígenas. 

No.3 Dispone que a la definición del territorio ancestral se convoque al Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi, a la Autoridad de Parques Nacionales Naturales de Colombia y del Ministerio 

de Cultura, y que se generé un mapa donde quede claramente identificada la Línea Negra.  

No.4 Previene al Sistema Nacional Ambiental de abstenerse de entregar autorizaciones 

ambientales, de construcción y en general todas las posibles actuaciones que intervengan territorios 

habitados por comunidades indígenas, sin adelantar la debida consulta previa. 

No.5 En acción de reparación directa no es posible buscar indemnización por un particular 

cuando el Estado, en uso de sus facultades de control ambiental encuentra que el Estudio de 
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Impacto Ambiental presentado por el particular para hacer determinada obra, desmejora la 

evaluación real de la zona a intervenir, afectando especies, ambiente y comunidades.6 

2.2. Jurisprudencia internacional 

 Sentencia Pueblo Kichwa Sarayacu vs. Ecuador. Corte Interamericana de Derechos 

Humanos 2012 

Mediante este pronunciamiento la CIDH resolvió la disputa ocasionada por actividades de 

exploración de hidrocarburos autorizadas por el gobierno ecuatoriano en territorio del pueblo 

Kichwa Sarayacu, sin la consulta al mismo. Se reclamó por parte de los demandantes la 

vulneración de consulta previa, la libre circulación, la propiedad, la cultura, la integridad y el deber 

de los Estados de adoptar medidas de derecho interno para fortalecer la Convención Americana de 

Derechos Humanos. 

 La relevancia de esta decisión, radica en haber aceptado la prevalencia del derecho de 

Consulta Previa como principio de derecho internacional, más allá de tratarla como una obra de 

derecho consuetudinario, con lo cual es objeto de tutela jurídica internacional por parte de dicho 

tribunal, y su afectación genera responsabilidad del Estado miembro del sistema interamericano 

de derechos. 

  

 

                                                 
6 La decisión judicial que revocó la autorización en el Parque Tayrona fue cuestionada mediante 

demanda de reparación directa contra la Nación por haber infirmado una autorización ambiental 

ya otorgada. En decisión judicial del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca (no 

publicada) de abril de 2018 determina que la Licencia Ambiental es un acto revocable.  
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Sentencia Saramaka vs. Surinam. Corte Interamericana de Derechos Humanos 2007 

La contienda resuelta en esta ocasión por la CIDH discurre por la imposibilidad que tuvo el pueblo 

Saramaka de hacer uso y goce del territorio ocupado tradicionalmente, a raíz de la construcción de 

una represa autorizada por el Gobierno de Surinam, que inundó territorio ancestral del pueblo 

Saramaka durante la década de 1960. 

 Los argumentos de esta decisión fueron asumidos internamente en Colombia, mediante la 

sentencia de la Corte Constitucional número T-769-2009; y resalta la postura que recoge la Corte 

Interamericana sobre la comprensión del territorio para las comunidades étnicas, como aquello que 

se conforma no solo de la tierra, sino también incluye los recursos que se han apropiado 

tradicionalmente y ha construido relaciones de auto regulación, involucrando los espacios sagrados 

del pueblo Saramaka. 

 Sentencia Pueblo Sawhoyamaxa vs. Paraguay. Corte Interamericana de Derechos 

Humanos 2006. 

El inicio de la disputa del pueblo Sawhoyamaxa contra Paraguay remota su causa a la venta 

efectuada mediante sistema de bolsa de valores, de amplios territorios del chaco paraguayo, 

incluidos los ancestrales, a industriales ingleses para cancelar una deuda proveniente de un 

conflicto bélico sostenido entre varios países de la región. Como resultado de los actos de 

expropiación, el pueblo Sawhoyamaxa fue encontrado víctima de confinamiento, y aculturación 

mediante su uso como mano de obra, generando con ello la paulatina privatización y 

fraccionamiento del territorio étnico de este pueblo. 

Resaltó la CIDH que en este caso la falta de posesión por parte de las comunidades de sus 

territorios, ante la expropiación, no es un obstáculo que condicione la posibilidad de retomar sus 

territorios. Enfatizó la Corte que, mientras existan una relación de vínculo espiritual respecto de 
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un territorio, el mismo puede ser objeto de recuperación o reparación, acorde con la legislación 

interna, sin que el derecho a propiedad privada pueda oponerse de plano frente a las reclamaciones 

de territorio tradicional. 

Las reglas determinadas en este caso por la CIDH también fueron integrados nacionalmente 

a través de la sentencia de la Corte Constitucional número T-769-2009.  
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Capítulo III  

Comprensiones antropológicas de la fórmula multicultural 

3.1. Antecedentes históricos del relacionamiento ancestral y el territorio 

Acorde con la historia común a los cuatro pueblos que habitan la SNSM, la cual remota a un 

poblamiento prehispánico, entre los años 100 a 900 d.c, se sabe que con los viajes colonizadores 

se instauró un nuevo sistema geográfico y con ello un nuevo orden social, basado en los pactos de 

sometimiento del año 1503, por medio de los cuales la corona española declaró a los indígenas 

súbditos de la corona. Como lo relata Cañizares (2006) la Conquista prosiguió estableciendo 

formas organizativas y políticas acordes con la relación de colonia-colono e intercambio mercantil 

entre ambos territorios, propiciado por el encuentro de ricos yacimientos y fuentes de recursos 

naturales hallados en América.  

 La institución de la Encomienda, fue instaurada así, como medio de sometimiento y entrega 

material de grupos de indígenas a señores españoles, y cumpliría dos fines: el trabajo de la tierra 

y la evangelización. El mecanismo de la Encomienda demando la reunión de grupos de indígenas 

y su asignación a espacios de trabajo, atípicos para su previa organización social. Esta institución 

favoreció el sometimiento de los nativos a reglas de asociación dirigidas a cumplir un fin tributario 

con la Corona de los reyes católicos. 

 Como consecuencia, el acercamiento forzado a una institución monolítica como la dirigida 

por el Encomendero allanó el camino para la posterior creación de los Resguardos Indígenas. 

Institución facilitada por el modelo conquistador que concluyó con el alejamiento de los nativos 

de sus territorios tradicionales y colectivos, y reunión en una forma externa a sus propias formas 

de vida; cambio a la vez la forma de apropiación del territorio mediante su explotación material. 

Algunos autores, consideran, no solo al resguardo indígena como la perpetuación de lógicas 
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colonialistas, ya que en su origen se caracterizó por la dinámica de reunión y despojo de territorios 

más amplios, reducidos al Resguardo. (Duque, 2009) 

 Un hecho ineludible lo evidencia el tipo de relacionamiento que sustento España con 

América, relaciones que fueron sustancialmente reglamentadas desde España, a través del Consejo 

de Indias, institución de manejo político, militar y de hacienda entre el reino y sus colonias, el cual 

creó virreinatos, gobernaciones, y gobierno espiritual entre los años 1511 a 1700. Este largo 

tiempo, propició el reforzamiento de los colonos y sus estructuras organizativas sobre los nativos. 

(Escuela Libre de Derecho, 1987)  

 Los años siguientes no fueron diferentes para los pueblos étnicos colonizados, desde la 

expedición de la Ley 89 de 1890 que determinó como debían ser gobernados los salvajes para ser 

civilizados y el estrechamiento de los vínculos entre el país, recién independizado, con la iglesia 

católica gracias al tratado firmado con el Vaticano en el año 1887, el cual profundizó un proceso 

de aculturación y alejamiento de las prácticas propias de los pueblos étnicos, asimilándolos a la 

mayoría de una sociedad marcadamente religiosa y practicante de los mandatos dispuestos a partir 

del Concordato con el Vaticano, cristalizados igualmente en la Constitución Política de 1886. 

3.2. Raíces antropológicas como fuente de un argumento constitucional 

La sociedad representada en los contenidos vertidos en las normas, principios y pronunciamientos 

de tribunales nacionales e internacionales conducen a identificar un proyecto de sociedad 

fundamentada en la diversidad y el multiculturalismo. Llevados a la práctica estos principios y 

decisiones consolidan el reconocimiento a la diferencia y validez de visiones propias de quienes, 

por razones de raza o vulnerabilidad, verían amenazada su propia existencia. El sustrato que 

fundamenta este punto de partida reposa sin duda en la dignidad humana. 
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 La relación de los grupos étnicos con el territorio es uno de los principales vértices que 

caracteriza la fórmula multicultural que hoy define el sistema constitucional colombiano. Pero de 

igual forma, es una de las relaciones que más debate suscita, cuando se trata de aplicar versiones 

de desarrollo en un territorio compartido o usufructuado por toda una nación. 

 El punto de partida más favorable para comprender este especial énfasis cultural puede ser 

leído a partir del sujeto. En el caso de los derechos en cabeza de la población étnica, este sujeto es 

colectivo, representa una nación cultural y es previo al surgimiento del concepto de Estado, de tal 

forma que las potestades y garantías que este le provee a partir de las fórmulas liberales de derechos 

individuales son repensadas a partir de nuevas dimensiones que colman necesidades como la 

espiritualidad, los vínculos con la naturaleza o los vínculos de reivindicación anticolonial que se 

han definido por varios académicos como Ley de Origen (Barbosa, 2011). 

Estos sujetos como colectivos son posibles, sí y solo sí, en cuanto tienen un derecho a la 

auto determinación, a la identidad, a ejercer la diferencia y con ello a la deslocalización de la toma 

de decisiones sobre su futuro en un Estado central, de ahí que la multiculturalidad funda su modo 

de operar en el derecho a la participación. Este proceso de redimensionamiento del sujeto es el que 

los pueblos étnicos de la SNSM reivindican como principio identitario, y está basado en el uso 

tradicional que la comunidad hace de un territorio identificado como la Línea Negra.  

3.3. Concepción espiritual de una relación territorial: el concepto de Línea Negra 

Hecha la previa justificación histórica, es claro comprender que el concepto de Línea Negra cuenta 

con un vínculo directo a un derecho territorial bastante definido y tiene sus raíces en lo más antiguo 

de la concepción teológica y organizativa indígena, la cual puede ser rastreada histórica y 

etnográficamente, junto con las modulaciones impresas por el proceso de conquista. 



CONSULTA PREVIA: ENTRE EL RECONOCIMIENTO Y DESCONOCIMIENTO 48 

 El espacio sagrado conocido como Línea Negra, si bien es un concepto teológico, fue 

recogido por la legislación nacional en dos actos administrativos iniciales antes del año 2018, la 

Resolución 000002 de 4 de enero de 1973, que por primera vez identificó la conexión entre hitos 

geográficos de las cuatro comunidades que habitan la Sierra Nevada de Santa Marta. Esta 

resolución recogió la Línea Negra como un sistema de lugares sagrados a lo largo y ancho de este 

territorio, con el fin de describir dos ideas de base: una geográfica para permitir la ubicación de 

estos sitios y otra delimitación de tipo espiritual, mucho más dinámica asociada a las formas de 

ver el mundo desde los grupos étnicos. 

 Posteriormente, con la Resolución 837 de 1995, el Estado colombiano, delimitó el territorio 

tradicional indígena buscando la salvaguarda de la diversidad cultural, en un sistema de hitos 

periféricos -externos al resguardo- en un total de 54 puntos geográficos, apelando a la definición 

de la Ley de origen de los pueblos. Este origen adicionalmente está en estrecha relación con los 

mitos fundacionales de los pueblos indígenas; para representar esto se hace necesario entonces 

mostrar como la concepción de origen mismo de los pueblos los arraiga y posiciona en un territorio 

determinado, de la misma manera que el territorio hace parte del concepto Estado-Nación en el 

marco de la cultura occidental. 

 Desde una perspectiva interdisciplinar, los acercamientos antropológicos dan cuenta de una 

idea mucho más enriquecida del pensamiento indígena: inicia desde una lectura desde la 

observación de las concepciones sagradas para determinado pueblo con el territorio. 

Esta relación ha sido construida para desempeñar una función de nicho como lo observa 

Duque (2009), esta función desempeña una forma de aprehensión de cierto territorio mediante el 

mito y el símbolo, el mismo que siendo marcado o ritualizado termina por representar al sujeto 

que practica el rito, generando en esta dinámica una relación de identidad y de retorno a lo propio, 
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lo que en las culturas judeo cristianas, también se identifica como la necesidad comprender el caos 

de la creación. 

Así, la identificación y proyección sociocultural de ciertos hitos del espacio físico con otros 

elementos de la estructura de la cultura, como pueden ser los picos nevados de la Sierra Nevada 

con las formas cónicas de las viviendas indígenas, refuerza la visión del nexo sagrado y simbólico 

entre esa cultura y su entorno, construyendo en la medida de su constante reiteración, el sustento 

de una manifestación de lo sagrado. Un ejemplo particular de esta representación de lo sagrado en 

los objetos físicos se puede rastrear según algunos antropólogos al observar las piezas de orfebrería 

de la cultura Tayrona, en la cual los pectorales de formas circulares representan o proyectan el 

territorio delimitado precisamente por la Línea Negra (Aja-Eslava, 2010). 

 Profundiza Aja-Eslava (2010) en el camino que trascurre entre la cotidianidad de un sitio 

u objeto hacia su sacralización y de qué manera determinados espacios o pilares geográficos 

obtienen un valor de trascendencia en la medida que, siendo sacralizados, son empoderados 

simbólicamente para renovar el acto de la creación de determinada visión del cosmos, la vida o la 

naturaleza. De esta forma, los hitos sagrados terminan siendo objeto de jerarquías propias y 

representan para las comunidades la capacidad de generar orden. 

 Irónicamente hoy es posible rastrear estas concepciones gracias a la apropiación que los 

indígenas hicieron del Resguardo como forma de salvaguardar su pervivencia. La Línea Negra o 

territorio sagrado se identificó o rastreo como un espacio geográfico y espiritual que le permite a 

los indígenas trazar, a partir de los puntos cardinales, líneas originarias, entendidas como las que 

están desde el momento de la creación hasta los umbrales de su territorio, las cuales demarcando 

formas simbólicas asociadas a su cultura y manifiestan los indígenas, asociadas al equilibrio 

ambiental del planeta. 
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Los antropólogos enfatizan que el espacio de teológico no constituye una delimitación 

geográfica con confinamientos sino un espacio cargado de contenido mitológico, teológico y 

cultural, necesario no solamente para el establecimiento de la identidad cultural propia, para el 

relacionamiento con las demás culturas sobrevinientes o colindantes, sino que es a través de esta 

que se puede garantizar el desarrollo y la sobrevivencia de un pueblo.  

3.4. Concepto de Territorio 

 

Visto el antecedente histórico cuya delimitación de acontecimientos e instituciones permite abrir 

la mirada hacia un antes y un después de los pueblos ancestrales en américa, resalta la disparidad 

de concepciones de apropiación del territorio, tanto por conquistadores como por nativos. La 

mirada usual, post colonial, es la que concibe el territorio como un objeto susceptible de ordenar 

y de fragmentar, incluso de planificar; verbos muy comunes hoy en día. 

En contraste, el sitio caracterizado como territorio ancestral de Línea Negra, como se acotó arriba, 

si bien es un territorio, no comparte las mismas características de territorio en una mirada estándar, 

o cartográfica. El territorio ancestral, como ha manifestado la Corte Constitucional, es una 

concepción física y cultural. (CConst. Sentencia T-005/2016, J. Palacio). 

La forma de relacionamiento de los pueblos de la SNSM con su espacio se amplia y define 

en maneras de apropiación colectiva, caracterizados por ritos y actos de adivinación que toman 

lugar en zonas específicas que posteriormente van siendo imaginariamente unidas construyendo 

una red de sitios sagrados, destinados para la recreación del mito y la creencia particular de sus 

practicantes, hasta conformar un espacio o límite tradicional del territorio; con lo cual el territorio  

visto así, no es una suma de coordenadas, sino un sistema integral de códigos de espacio-cultura. 

El territorio ancestral de los indígenas de la SNSM, cuenta con una definición a partir de 

la afirmación de postulados espirituales y a partir de ahí una construcción de códigos, espacios, 
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conexiones y recorridos que determinan su replica en el mundo físico, que se evidencia en montes, 

mojones, cruces de caminos, picos nevados o arroyos. Es decir que el espacio teológico, como 

puede ser una Catedral Basílica para la religión católica, es apropiado en la medida en que 

constituye una alternativa de recreación de una tradición concreta, y genera en ello un mapa mental 

en los miembros de las comunidades, que se ha representado inmemorialmente para permanecer 

societariamente.  

Esta concepción del territorio no es exclusiva de la zona norte colombiana; en pueblos de 

sociedades con presencia indígena se manifiesta antropológicamente, como lo analiza Ceballos et 

al. (2012) bajo parámetros que son identificables, como es por ejemplo la comunidad Mapuche en 

Chile; de ahí que no es desacertado reconocer la riqueza de visiones territoriales, diferentes a las 

mayoritarias, cuyo sustento tiene un trasfondo importante replicado en la supervivencia de estas 

comunidades. 
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Capítulo IV  

Dimensión y visión de la Línea Negra: visión estatal y visión de los pueblos 

  

Para muchos, el valor del crecimiento económico no plantea mayores interrogantes distintos a qué 

tan eficientes y productivas son las formas para conseguirlo. Este pragmatismo, sin embargo,  es 

llevado a cuestionamiento cuando las condiciones del crecimiento económico se insertan en 

escenarios con riqueza en recursos y  culturalmente complejos como el territorio de la Línea Negra, 

definida sobre la base de consideraciones cosmológicas y ancestrales. La premisa, en este caso, 

suele coincidir con la famosa tesis de P. Collier, acogida por el Banco Mundial (2003), sobre la 

maldición de los recursos en donde se asume que un costo (conflicto) es esperable y tolerable 

donde hay competencia por recursos de alta demanda en los mercados globales. Esta afirmación 

no está libre de dilemas, especialmente porque la forma de medir los impactos de la exploración y 

extracción minera  no tiene las herramientas,  ni involucra  consideraciones que toman en cuenta 

los daños valorados como pérdida de patrimonio inmaterial y cultural, o porque no existen 

acuerdos sobre los estándares institucionales para valorar dichos daños.  

La relevancia e importancia del territorio para las comunidades presentes en la Línea Negra 

está ligada íntimamente a la coexistencia de variables de sacralidad, a la supervivencia como grupo 

humano y a equilibrios ambientales que sus estilos de vida logran mantener. Así, el propósito de 

este apartado está en identificar ese daño, desde el punto de vista ambiental y cultural, conforme 

ha sido evidenciado por los voceros de las autoridades indígenas y por estudios técnicos relevantes.  

Esto, permitirá, ofrecer una caracterización del territorio de la Línea Negra, y establecer una 

relación entre éste y el impacto de la actividad minera particularmente, para poder extraer 

conclusiones preliminares sobre los elementos específicos que una herramienta de gestión para el 

diálogo intercultural debe tener.  
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En el área que comprende la Línea Negra coinciden figuras de protección como son los 

Resguardos indígenas 
7
  Kogui, Wiwa, Kankuamo y el Resguardo Arhuaco de la Sierra Nevada,  

en los cuales hay aproximadamente 70.000 personas dedicadas, en su mayoría, a actividades 

agrícolas. Adicionalmente, hay un traslape parcial con territorio reservado a la población Way´uu 

en el Resguardo de la Alta y Media Guajira, y se encuentran resguardos menores como: Manature, 

Lomamato, el Zahino, Muayabito, Muriaytuy, Trupiogacho y la Meseta, Cerrodeo, Mayabangloma 

y Caicemapa. (Instituto Alexander von Humboldt, 2015). 

Desde el punto de vista ambiental, en la misma geografía coexisten los Parques Nacionales 

Naturales Santuario de Flora y Fauna Los Flamencos, los Parques Nacionales Tayrona y Sierra 

Nevada de Santa Marta, todos destinados a la conservación y la protección.    

Adicionalmente, en el interior del territorio de la Línea Negra se encuentran áreas 

adicionales del Sistema Nacional de Áreas Protegidas y territorios colectivos, constituidas 

mediante la expedición de la Ley 2a de 1959 y orientadas al desarrollo de la economía forestal y 

                                                 
7 De acuerdo con el Decreto 2164 de 1995, los resguardos indígenas son: 

Propiedad colectiva de las comunidades indígenas a favor de las cuales se constituyen y 

conforme a los artículos 63 y 329 de la Constitución Política, tienen el carácter de inalienables, 

imprescriptibles e inembargables. Los resguardos indígenas son una institución legal y 

sociopolítica de carácter especial, conformada por una o más comunidades indígenas, que con un 

título de propiedad colectiva que goza de las garantías de la propiedad privada, poseen su territorio 

y se rigen para el manejo de éste y su vida interna por una organización autónoma amparada por 

el fuero indígena y su sistema normativo propio. (Art. 7) 
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protección de suelos, aguas y vida silvestre. Solamente el área de la Reserva Forestal de la Sierra 

Nevada de Santa Marta comprende 526.235 h.  

Estos mecanismos de protección han buscado, entre otros objetivos, manejar o hacer menos 

vulnerables los territorios a la huella humana (deforestación, afectación de fuentes, construcciones 

e infraestructura) y su impacto sobre el patrimonio cultural y ambiental. 

Frente a la valoración de impactos ambientales, un reciente estudio del Banco de la 

República (2017) evaluó el impacto de protección que genera la Línea Negra, y confirmó que las 

mayores afectaciones se han dado en los límites geográficos de dicha figura, mientras que las zonas 

adheridas a la ubicación de los resguardos y Parques Naturales registran altos niveles de 

conservación en razón a que estos regímenes de administración cuentan con restricciones 

explícitas al uso del suelo. En este sentido, la figura de Línea Negra, parece haber resultado menos 

efectiva para la prevención del daño ambiental, y posiblemente se deba por la misma 

indeterminación de la figura, los escasos consensos en el ordenamiento territorial convencional 

frente a los puntos geográficos incluidos en la misma y las disputas que generan esas pretensiones 

de los pueblos de la Sierra de cara a las administraciones municipales, especialmente8.  

 

                                                 
8  Las disputas por definición de los límites de la Línea Negra están en el nodo de su funcionalidad 

como figura de protección. Mientras los representantes oficiales de los pueblos indígenas informan 

que los sitios sagrados y puntos geográficos que configuran la Línea Negra superan los 300, el 

gobierno solo reconocía 54 puntos, de acuerdo a la Resolución 837 de 1995.  Sólo hasta agosto 6 

de 2018, el gobierno del presidente Santos expidió el Decreto 1500/2018 dando reconocimiento a 

348 puntos.  
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4.1. Dimensión del daño  

La evaluación de daños en el territorio de la Sierra Nevada de Santa Marta contiene ambigüedades 

en su valoración. Los conflictos socio ambientales y culturales han llegado a su punto crítico ante 

la afirmación efectuada por los líderes de los 4 pueblos indígenas para finales del año 2017  de la 

presencia de aproximadamente 348 titulaciones (entre solicitudes y títulos mineros) que 

amenazarían gravemente el territorio ancestral. A ello se añadirían contratos de concesión de la 

ANM por bloques mineros de gran escala en la misma zona. Adicionalmente, tienen vigencia las 

autorizaciones para la Represa de Besotes 9, el embalse del Ranchería, el embalse de ñEl Cercadoò 

y el Puerto Multiprop·sito de Brisa. (Lemaitre, 2010) 

Esto resulta de la mayor seriedad, debido al riesgo de daños tanto ambientales como 

culturales que puede sufrir el territorio de las 4 grandes comunidades indígenas certificadas; 

sujetos colectivos de especial protección a causa de la amenaza que padecen de desaparición. 

(CConst. Auto 4/2009, M. Cepeda). Adicionalmente, el cambio de vocación en el uso de la tierra 

tiene la capacidad de generar impactos en su seguridad alimentaria, su autonomía sobre los 

territorios y la pérdida de su organización social. 

                                                 
9  En palabras de Leonor Zabaleta, líder del pueblo Arhuaco, al ser consultada sobre los estudios 

de viabilidad del Proyecto de Represa Los Besotes manifest· ñen mi concepto nunca se ha tenido 

en cuenta la consulta que debe ser previa con los pueblo indígenas y no cuando el proyecto está 

elaborado. Creo que ese ha sido el dilema permanente con las autoridades localesò.(Diario El Pilón, 

2017, mayo 24, párr. 5.)  
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Según el Concejo Territorial Tayrona (2017) en las concesiones y licencias ambientales 

que se han concedido en la Sierra Nevada se ha omitido constantemente el requisito de la Consulta 

Previa. Por ello se han visto obligados a acudir a tribunales para exigir el respeto de sus derechos.  

Sin embargo, cada vez es más difícil debido a la gran cantidad de títulos otorgados en la región y 

el tiempo que tardan los procesos ante tribunales para convertirse en órdenes judiciales. De igual 

manera, los indígenas han denunciado la existencia de más de 100 minas que afectan no menos de 

330 afluentes hídricos, incluyendo la Ciénaga Grande de Santa Marta, humedal Ramsar de 

importancia internacional. 

Sumado a lo anterior, hay actividades de promoción de un futuro proyecto (Revista 

Semana, 2016, noviembre 26) para la construcción de una hidroeléctrica que afectaría un entorno 

biodiverso que se encuentra a la orilla del mar, con picos nevados, con 36 cuencas hidrográficas 

que proveen de agua a los departamentos de La Guajira, Magdalena y Cesar. Una de las escenas 

más críticas la viven los habitantes que dependen de sus flujos, ya que la escasez de recurso hídrico 

es un común denominador en los últimos años, sobre todo en Santa Marta. (Periódico El Tiempo, 

2018, mayo 9).  

Con todo, las cifras de las que se habla sobre actividad minera en la zona son inexactas. 

Las autoridades indígenas calculan que hay más de 1.320 solicitudes vigentes de titulación sobre 

el territorio en los 32 municipios que tienen influencia en la Sierra Nevada (Contagio Radio, 2017, 

mayo 9, párr. 3.), impactando severamente el uso del suelo, la seguridad alimentaria y el 

patrimonio cultural presente. Así mismo, a través de la información que aporta el Registro Minero 

(Agencia Nacional de Minería, 2018) las mismas autoridades indígenas han afirmado que para 

final del 2017, existían 132 títulos mineros ya otorgados en el territorio ancestral comprendido por 

la delimitación de la Línea Negra. Por su parte, la Agencia Nacional de Minería, para el periodo 
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diciembre 2014 a septiembre de 2017, informaba que había 213 solicitudes de títulos mineros en 

curso, todas con contratos de concesión vigente y 4 autorizaciones temporales. (ANM, 2018) 

Los argumentos que esgrimen los pueblos indígenas para evidenciar la dimensión del daño 

de la actividad de explotación minera y actividad extractiva en el territorio de la Línea Negra 

tienen, en primera medida, una connotación de daño cultural por la agresión a un territorio que se 

considera sagrado desde un punto de vista cosmológico y como tal, prerrequisito para su existencia 

como grupo humano. Pero, van más allá y señalan las afectaciones ambientales a un ecosistema 

único e irremplazable en el mundo, visto desde el punto de vista de la riqueza de especies animales 

y de plantas, así como del nivel de riesgo al que está expuesto el ecosistema10 . El territorio que 

comprende la Sierra Nevada de Santa Marta, que es solo un porcentaje del territorio delimitado 

por la Línea Negra, fue declarado por la Unesco en 1979 como Reserva de la Biosfera11, contiene 

dos parques nacionales y varias reservas indígenas y un complejo de páramo. 

                                                 
10 Esta conclusión fue aportada por el Centro de Ecología Funcional y Evolutiva, Centro Mundial 

de la Vigilancia de la Conservación y el BirdLife International y reseñado por la Revista Science 

en 2013, se analiza la singularidad de las áreas protegidas de una base de datos de 173 mil paisajes 

terrestres y examinó 21.500 especies de la Lista Roja de especies amenazadas.(Revista Science, 

2013, noviembre 15).  

11 Una zona de Reserva de Biosfera es un esquema de protección y desarrollo sostenible reconocido 

y diseñado por la Organización de las Naciones Unidas para delimitar variados ecosistemas cuyo 

rasgo compartido puede ser distribuido por núcleos de conservación, desarrollo de la investigación, 

y desarrollo económico sostenible. (Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 

Ciencia y la Cultura, 1979).  
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Por su lado, la versión del gobierno, conforme lo ha informado el Ministerio de Interior a 

través de su Dirección de Consulta Previa, (Diario El Tiempo, 2016, febrero 19, párr. 10.)  indica 

que el número de procesos no superaba más que 21 proyectos vigentes para agosto de 2017. En el 

fondo, los dos temas claves que enfrentan al gobierno y a las comunidades presentes en el territorio 

ancestral,  han sido la delimitación del territorio de Línea Negra y la metodología para adelantar 

la Consulta Previa, luego de que la Corte Constitucional determinara su obligatoriedad a través de 

varias sentencias y una nítida línea jurisprudencial rastreable desde 2003.  

El mayor reclamo conforme ha sido formulado por los pueblos indígenas,  es la distancia 

en la manifestación de la voluntad política del Gobierno Nacional y la implementación de los 

acuerdos y ordenes de los Altos tribunales junto con el incremento continuo de intervenciones 

relacionadas con megaproyectos energéticos, mineros y portuarios y los propios Planes de 

Ordenamiento Territorial y la falta de garantías al derecho de la Consulta Previa, desconociendo 

las obligaciones nacionales e internacionales en dicha materia.   

En la valoración independiente aportada por las autoridades indígenas presentes en la zona 

que comprende la Línea Negra (Consejo Territorial de Cabildos de la Sierra Nevada, 2017), el 

solo hecho de que existan títulos mineros concedidos, evidencia que las autoridades mineras no 

han tenido en cuenta variables de análisis ambiental y revela la pobreza en los análisis que han 

llevado a otorgar licencias ambientales que confieren el derecho a la explotación.  

Un conflicto latente, y que diferencia a la Línea Negra de las otras figuras de protección 

(Parques y Resguardos) que tienen restricciones específicas para evitar el daño por actividad 

humana, es que desde cuando fue concebida (1973) no se hicieron explícitas restricciones 

específicas que evitaran el avance de la huella humana. Sin esos parámetros, la medición del daño 

y su consideración en política pública destinada a subsanarlo, se hace todavía más difícil de 
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establecer. Sin olvidar, las complejidades de medición que surgen de la propia concepción de la 

Línea Negra, siendo esta una delimitación dinámica que va más allá de un concepto de territorio 

estático y alude a la relación que se da entre los sitios sagrados.  

Durante la creación del primer decreto para proteger la Línea Negra fueron esgrimidos 

argumentos culturales y étnicos como que en la delimitación de la zona se garantizara la autonomía 

y plena libertad de las comunidades indígenas que la habitan. En especial, se refiere a la 

manifestación de sus rituales y prácticas religiosas estrictamente ligadas al territorio a través de 

los denominados sitios de pagamento. 

La Constitución de 1991 reforzó esta protección en el sentido de dar prelación al territorio 

indígena sobre los asentamientos privados.  En ese sentido, las Leyes 60 de 1994 y 70 de 1993 

regularon, para los resguardos indígenas y las comunidades negras, las actividades económicas 

que se pueden realizar al interior de sus territorios, las cuales deben seguir lo establecido por el 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. De la misma manera se estableció que estos 

territorios deben cumplir una función social y ecológica, pero la misma disputa sobre los puntos 

que conforman la Línea Negra, es óbice para que la protección de resguardos sea automáticamente 

extendida a la zona ancestral o bien, se ubica en una zona de ambigüedad y se lucra de la 

indeterminación administrativa de dicha zona. 

4.2. Incertidumbre y riesgo en el cálculo de afectaciones al territorio  

 

Existen importantes dificultades para calcular las dimensiones del daño cultural y ambiental 

causado en la zona ancestral de la Línea Negra. Estas limitaciones incluyen tanto los métodos de 

medición del daño, como el establecimiento de responsabilidades, especialmente por las 

características sui generis del sistema que se está valorando. Los impactos ambientales y culturales 

tienen consideraciones que ni siquiera tienen un estándar de comparación entre las entidades o 
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agencias de gobiernos encargadas de proteger el territorio, otorgar licencias, dar garantías de 

participación, entre otros.  

Si bien, el mandato constitucional es taxativo en el deber de proteger las riquezas culturales 

y naturales de la Nación (CN Arts. 8 y 79),  trae a primer plano  la participación democrática en 

las decisiones que afecten el medio ambiente, y en especial, obliga al Estado a proteger la 

diversidad e integridad del ambiente y a conservar las áreas de especial importancia ecológica y a 

limitar la actividad económica cuando ésta afecte el ambiente (CN Art. 333), al revisar la 

información disponible para el periodo 2014 a 2018 de las instituciones públicas involucradas en 

el ciclo de gestión que conduce al  otorgamiento de licencias para exploración minera, proyectos 

de infraestructura, planes de ordenamiento, protocolización de consultas previas, se identifican no 

sólo lenguajes diferentes en la catalogación y sistematización de los proyectos y por lo tanto, de la 

valoración del daño estimado, sino que se evidencian choques entre los argumentos 

conservacionistas versus posturas extractivistas de las partes involucradas cuando hay pretensiones 

en sede judicial (CCons.  Auto 205/2017, A. Lizarazo). Las fuentes consultadas así lo evidencian, 

como se expresa a continuación: 

Datos informe Ministerio del Interior (2014) 

El informe obrante en el expediente de la primera tutela presentada por los 4 pueblos, y recogido 

en el Auto 205/207 de la Corte Constitucional, presenta la relación de titulaciones mineras y la 

relación de solicitudes de explotación que se encuentran en zona de traslape con Sitios Sagrados y 

resguardos indígenas de lo acá informando que a la fecha, había 263 solicitudes de titulación 

minera en 21 municipios que comprenden el área de la Línea Negra y 29 solicitudes presentan 

traslape con Sitios Sagrados.  Adicionalmente, de los 132 títulos otorgados y localizados en el área 

de la Línea Negra, 21 presentaron traslape con Sitios Sagrados (equivalente al 11,3%).  



CONSULTA PREVIA: ENTRE EL RECONOCIMIENTO Y DESCONOCIMIENTO 61 

De los 171 sitios sagrados encontrados, 52 presentaban traslape tanto con solicitudes de 

explotación minera como con títulos de explotación.  Esto quiere decir que poco más del 50% de 

solicitudes de titulación están traslapadas. La mayoría de los títulos están ubicados en la Zona 

Bananera con 11 sitios sagrados traslapados, Valledupar con 9 y Bosconia con 6. 

Considerando los municipios, el 45 % de solicitudes de explotación y solicitudes se 

concentran en Valledupar, Ciénaga, Santa Marta y Bosconia. Todos en el área de la Línea Negra. 

En la versión y conclusiones presentadas por el Ministerio del Interior en el referido 

informe los datos presentados, los traslapes de explotación y titulación minera representan una 

minoría porcentual.  Sólo se señalan 7 traslapes de Sitios Sagrados, frente a 134 Sitios Sagrados 

sin traslape.  La conclusión de los pueblos indígenas como se observó es especialmente distinta a 

la del gobierno y afirman la permanente vulneración del derecho a la Consulta Previa.   

En cuanto a resguardos dentro de la Línea Negra, de los 132 títulos otorgados, se reportaron 

15 títulos mineros en condición de traslape (11.3 % de traslape), principalmente en el resguardo 

Wayuu y de la Sierra Nevada. En cuanto a solicitudes de explotación (263 para 2014) en zona de 

Línea Negra, 45 tenían traslape con resguardos Indígenas (17 % de resguardos en traslape).  

El rol identificado en esta información le corresponde liderarlo al Ministerio de Interior, ya 

que la certificación sobre la existencia o no de presencia de comunidades étnicas en zonas donde 

se desarrollarán proyectos de explotación minera y de hidrocarburos (Decreto 1320/1998, Art. 3) 

corresponde a esta cartera ministerial y según se certifique esta presencia de comunidades étnicas, 

los proyectos estarán o no, obligados a desarrollar los procesos de Consulta Previa, de ahí su rol 

principal en la gestión pública.  

Ahora bien, en el mismo informe del año 2014, paradójicamente se encontró que, de los 

132 títulos mineros localizados en área de Línea Negra, 98 no tenían Certificación de presencia o 
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no de comunidades étnicas, representando un 75% de los Títulos Mineros en el área. De los 34 

Títulos que sí tienen certificación expedida, 28 sí registran presencia de comunidades étnicos y 6 

no registran.  La pregunta es, entonces, si en realidad no existen comunidades étnicas o si el 

proceso de certificación es inestable y en ocasiones oportunista. Así como que el decreto 

reglamentario del año 1995 no incluía en el conteo de sitios sagrados, que son reclamados por los 

pueblos indígenas desde siempre. Ya en el año 2014, el área correspondiente a Solicitudes de 

Minería era de 660.000 h equivalentes a un 37,7% del total del área de Línea Negra y se traslapaba 

con dos importantes resguardos: en 186.000 h de Resguardos Indígenas había traslape a razón de 

17.000 h. en Resguardo Wayuu y 169.000 h. en el Resguardo de la Sierra Nevada.  

La pregunta frente a los datos aportados por el Ministerio del Interior es especialmente 

vigente frente a las Solicitudes de Explotación que elevan exponencialmente el traslape con Sitios 

Sagrados y Resguardos presentes en el área de la Línea Negra.  

Toda la dinámica narrada sucede en un preciso espacio geográfico, que según el Ministerio 

de Interior (2014) comprende el área de Línea Negra en un total de 1.750.000 h, de las cuales 

787.000 de éstas para el año 2014, tenían tanto títulos mineros como solicitudes de minería, 

representando un 44,95% del área comprometida según la información aportada por el Ministerio 

de Interior. 

Datos informe Ministerio del Interior (2014-2018) 

En actualización de la información a 2018,  solicitada para esta investigación al Ministerio del 

Interior, sólo se reportaron 214 procesos extractivos o de desarrollo que involucran a comunidades 

SNSM, que van desde construcción de centrales hidroeléctricas, hasta la entrega de títulos mineros 

por materiales de construcción, actividades de ordenamiento territorial, líneas de transmisión 

eléctrica, subestaciones, expansión de frontera agrícola,  tramites de concesión en playa, 
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infraestructura, condóminos turísticos, plantas procesadoras. (CCons.  Expediente T-6.844.960, J. 

Reyes). 

Datos informe Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (2014-2018) 

Del otorgamiento de licencias ambientales en área de influencia de la Línea Negra, del 2014 al 

primer semestre de 2018, solo se reportan 8 licencias de las cuales 6 son del sector hidrocarburos 

y 2 para construcción de Infraestructura.  (CCons.  Expediente T-6.844.960, J. Reyes). 

Datos informe Agencia Nacional de Minería (2014-2018) 

Entre los años 2014 y agosto de 2018, la ANM reportó 41 títulos mineros superpuestos con 

municipios del área de la Línea Negra.  Solo un proyecto que culminó ejecución en el 2017, 

mientras que dos terminaran en el año 2047,  12 en el año 2045, 1 en el año  2039, 1 en el año 

2037,  y 21 títulos en el año 2019. Los tiempos de ejecución de las concesiones son demasiado 

amplios, y llama la atención que es muy difícil la comparabilidad en números de proyectos, 

licencias ambientales y títulos otorgados, de acuerdo a la información obtenida de las agencias.  

Los reclamos de las comunidades indígenas los han llevado a solicitar en sus pretensiones 

ante tribunales, a declarar nulos los procesos de explotación e incorporar dentro del trámite 

administrativo para el otorgamiento o expedición de un título o concesión minera, la garantía del 

deber/derecho a la Consulta Previa. 

Por su parte, la postura de la Dirección de Consulta Previa del Ministerio del Interior, si 

bien reconoce que el Estado debe proteger el territorio que comprende el espacio geo-referencial 

denominado Línea Negra, prescribe que eso no impide ñque se ejecuten proyectos al interior de 

dicho territorio, sino que debe informarse respecto de estos a las comunidades indígenas que 

habitan la Sierra Nevada de Santa Marta, con el propósito de agotar el derecho a la consulta previaò 
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(CCons.  Expediente T-6.844.960, J. Reyes, p.192).  Algo similar, sostiene el mismo Ministerio en 

su valoración del daño presentada ante la Corte Constitucional, pues se considera que: 

El solo otorgamiento de un título minero no genera una afectación directa a las 

comunidades étnicas y es por ello, que las actividades de prospección y exploración en la 

industria minera no requieren de licencia o autorización ambiental para su ejecución, pues, 

en este punto, ni siquiera se ha determinado la viabilidad del proyecto. (p. 195) 

En su momento, en términos de daño cultural, el Instituto Colombiano de Antropología e Historia 

(ctd. En ANLA 2014, p.33) presentó una apreciación sobre impacto cultural generado por obras 

de infraestructura en territorio teológico de pueblos indígenas, enfatizando que se produce un 

desequilibrio simbólico que este tipo de intervenciones conlleva y lo equivale a la debilidad de los 

sistemas propios de representación y control simbólico del territorio, reproducción de la cultura y 

de las autoridades tradicionales que ejercen prácticas en dicha zonas y tiene efectos en la forma de 

transmitir y reproducir el conocimiento, reproducción de la cultura, entre otros que dan identidad 

a cada comunidad.  

La fórmula que resume la dialéctica o separación de criterios que se ha delineado a través 

de este documento, la recogió el Consejo de Estado (CEstado. Sentencia 47001-23-31-000-2013-

0008-01, S. Buitrago) cuando identificó las concepciones divergentes sobre la representación del 

espacio de Línea Negra según la representen las comunidades o el Gobierno. Afirmó que dicho 

reconocimiento divergente opera como mecanismo intercultural de dos conceptos de territorio 

ancestral no identificables, y conluye que, en tal medida, para valorar si un proyecto esta o no 

dentro de territorio ancestral, será necesario identificar además del límite geográfico, el espacio 

tradicional de todas las actividades sociales, económicas o tradicionales indígenas. 
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Lo comprobado, es una especie de incertidumbre originada en el mismo mecanismo de 

otorgamiento de autorizaciones de exploración y explotación de un territorio y de las 

autorizaciones ambientales dadas sobre este. 

 La Ley 99 de 1993 y el Decreto 2041 de 2014, reglamentarios de las licencias ambientales 

prevén la obligatoriedad de tramitar la autorización por impacto ambiental por proyecto siempre 

que se afecten recursos naturales y determina competencias diferenciadas en cuatro autoridades 

diferenciadas: Autoridad Nacional de Licencias Ambientales que licencia proyectos de 

envergadura nacional en proyectos de hidrocarburos, Corporaciones Autónomas Regionales, que 

a su vez podrán delegar dicha facultad en autoridades territoriales, distritos, municipios y áreas 

metropolitanas y finalmente las autoridades ambientales de los distritos turísticos, Cartagena, 

Barranquilla y Santa Marta. 

A todas las autoridades mencionadas la ley les determina su intervención y facultades de 

autorización según sea el proyecto y según sea el peso calculado en toneladas de la explotación, o 

el voltaje de las transmisiones eléctricas, o la infraestructura. 

 Dicho panorama permite contar con un cálculo un promedio de 1 autoridad nacional, 3 

autoridades ambientales, 3 gobernaciones, 19 municipios y 3 distritos turísticos con competencia 

de autorizaciones y control ambiental, sumado a las dos principales autoridades de entrega de 

títulos mineros y autorización de explotación de hidrocarburos, se consolida un denso complejo 

de gobernanza del territorio; más aún con la variable de territorio ancestral involucrada en 

parcialidades de todos los municipios donde operan estás autoridades, como se muestra en la Tabla 

3 acá expuesta: 
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Tabla 3 

Área de Municipios y Línea Negra 

Municipio  Área Municipal Ha.  Porcentaje en 

Línea Negra 

Porcentaje en 

Resguardos 

Dibulla 175.545 100 55 

Riohacha 308.024 99 32 

San Juan del Cesar 131.377 71 24 

Fonseca 47.602 20 3 

Barracas 79.998 20 4 

Hato Nuevo 21.504 58 14 

Albania 54.445 20 3 

Pueblo Viejo 67.714 14 - 

Ciénaga 132.932 99 32 

Santa Marta  235.703 100 45 

Fundación 97.026 89 40 

Algarrobo 40.581 7 - 

Aracataca 174.738 97 65 

El Copey 95.865 71 -  

Distracción 23.443 81 0 

Pueblo Bello 73.592 100 48 

Valledupar 420.097 67 25 

Bosconia 57.134 15 - 

Zona Bananera 44.259 99 -  

Fuente: DNP 2012 

 

No obstante, estar asignadas las competencias de autorización ambiental a las autoridades 

con funciones ambientales precisadas, el horizonte de competencias públicas involucradas se torna 

aun de mayor complejidad, al involucrar las funciones sancionatorias ambientales y su 

coordinación; esto en razón a que la Ley 1333 de 2009 por la cual se establece el procedimiento 

sancionatorio ambiental, estableció que todo proceso que involucre una afectación al ambiente o 

los recursos, como serían los que, por ejemplo, en ejercicio de las actividades contractuales de 
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explotación o exploración se preseten,  activa la competencia de las autoridades ambientales 

mencionadas y amplia el espectro a la Unidad de Parques Nacionales Naturales.  

Las dinámicas que se presentan en este entorno de múltiples actores que dan aval y 

multiples actores que ejercen control y vigilancia, implica reconocer las resistestencias, las 

responsabilidades y la claridad de las reglas que involucran territorios tan amplios y complejos, a 

la par que acompañados de debilidades institucionales propias del actuar público. 

4.3. Búsqueda de rentas y explotación del territorio: ¿contra argumento a la 

ancestralidad? 

Tal como se evidenció, no son pocas las condiciones que permiten evidenciar un conflicto por el 

uso del territorio en la zona de estudio, sobre todo, con ocasión de la actividad minera por sobre 

otras. Desde el punto de ambiental y de desarrollo industrial, esta dinámica caracteriza la 

contraposición de intereses divergentes sobre un mismo territorio.  

En Colombia este tipo de conflictos se ha exacerbado a partir de los años noventa, cuando 

el país determinó las prioridades de una normatividad constitucional ambiental a la par de la 

promoción de un modelo de apertura económica y exportación de recursos naturales, que 

encontraría su consolidación con la expedición del Código de Minas en la Ley 685 de 2001. 

 Tratar de comprender las tensiones vigentes implica tomar en cuenta someramente las 

condiciones que rigen el proceso extractivo y el carácter jurídico con que cuenta el sector 

extractivo hasta hoy.   

El proceso administrativo para autorizar el uso del subsuelo para la exploración y 

explotación de recursos, parte de la entrega por parte de la Autoridad Nacional de un título minero, 

que hace las veces de contrato de concesión minera, superando la dicotomía existente en la 

legislación minera anterior que los diferenciaba. Este contrato es la fuente que autoriza al 
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contratista, bajo su cuenta y riesgo, de adelantar todas las inversiones y montajes requeridos para 

poner en marcha un proyecto, del que el Estado recibe a cambio un porcentaje determinado en las 

regalías del proyecto.  

 Vistos los derechos de contrapartida que genera dicho contrato, como la limitación para 

autoridades públicas de pedir requisitos adicionales, permisos o licencias, no contemplados en la 

ley minera (L. 685/2001, Art. 4) cuando se tramite un título minero, o el derecho de prelación, (L. 

685/2001, Art. 16), o la exclusión de aplicar clausulas exorbitantes de la administración, ninguno 

de estos derechos del concesionario minero significa que este tenga potestades ilimitadas, al 

contrario, el Estado permanece como dueño de los recursos, (CN Art 332) y el titular minero como, 

dueño del derecho de explotarlos.  

 Sobre este último punto se han dado debates en torno al tipo de derecho del concesionario 

y sobre si este cuenta con un derecho adquirido o no. La jurisprudencia nacional (CConst. 

Sentencia C-983/2010, L. Vargas) ha interpretado, que el carácter público de la normas aplicables 

a las relaciones mineras, se enmarca en el ámbito del derecho público y por lo tanto, el derecho 

adquirido debe interpretarse a la luz de normas superiores a las que regulan las actividades entre 

particulares; pero en todo caso, al amparo de dichas normas, el derecho del titular minero se 

considera como una situación o interés especial adquirido, no un derecho real en el sentido de la 

palabra. Este deberá ser visto como un interés individual, garantizable frente a terceros, cuando se 

ha suscrito y registrado en el Registro Minero Nacional el contrato de concesión, y no antes.  

 Por su parte, un acto como el de entrega de derechos de usufructo del subsuelo está 

supeditado a que se complemente con otro acto, la Licencia Ambiental, importante instrumento 

contenido en la ley 99 de 1993, y con antecedentes en el Código de Recursos Naturales Renovables, 

contenido en el decreto ley 2811 de 1974, por medio del cual el Estado autoriza a un particular, 
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bajo la forma de acto administrativo especial, la actividad de uso y explotación del subsuelo o 

actividad que afecte un recurso de la nación, como método precautorio, compensatorio y 

preventivo de las posibles afectaciones que pueda sufrir el ambiente con la obra o actividad. 

Generalmente las actividades que requieren dicha autorización estan relacionadas con la 

exploración, transporte y distribución de hidrocarburos, exploración de minerales, piedras 

preciosas con producción esperada de 2.000.000 toneladas por año, materiales de construcción 

para producción de 600.000 toneladas por año, y en el ámbito de las obras de infraestructura, deben 

ser licenciadas la construcción de represas, construcción de centrales eléctricas con potencia 

superior o igual a 100 MW, construcción, ampliación de puertos y dragados de profundización, 

construcción de carreteras y ampliación de calzada, entre las principales actividades que ameritan 

trámite de licenciamiento ambiental.(Decreto 2041/2014, Art. 8) 

  Este mecanismo de manejo de los recursos naturales, sin embargo,  no puede entenderse 

sin su vínculo con la titulación minera, principal actividad que involucra las afectaciones 

denunciadas en la SNSM, por cuanto uno va atado al segundo, conformando un acto complejo, 

siendo casi siempre necesaria su secuencia.  

 Claro que dicho mecanismo de autorización cuenta con elementos de carácter técnico y 

participativo que complementan el proceso de planificación del territorio, y en teoría debe estar 

dispuesto para armonizar idealmente los sectores extractivo y ambiental; pero debe diferenciarse 

claramente del acto que autoriza la actividad de desarrollo como las obras de infraestructura, o 

mineras, o título minero, y la licencia ambiental. El primero es un acto de aval y transferencia de 

riesgo a un particular, la segunda es una garantía y acto protector del ambiente, que si es claro que 

son interdependientes, cada uno cuenta con destinos y valoraciones técnicas diferenciables. 
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Este panorama no está exento de dificultades. Las normas constitucionales de rango 

superior establecen los límites a la actividad privada, tales como la función social y ecológica de 

la propiedad, o el deber del Estado y de los particulares de salvaguardar los recursos naturales y 

culturares de la Nación. (CN Art 95). De la aplicación de estos principios surge que sea válido 

comprender que la actividad extractiva no es un fin en sí mismo, sino que debe responder a fines 

esenciales del Estado. Más aún a partir del panorama expuesto en la dimensión del conflicto, que 

demostró la alta presencia de títulos mineros, los que, en términos de la Corte Constitucional, 

(CConst. Sentencia C-389/2016, M. Calle) conlleva un proceso multidimensional de relaciones y 

de impactos. 

Por lo anterior, tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional, han avalado que 

un contrato de concesión con un particular, no genera derechos absolutos, sino situaciones jurídicas 

particulares, sobre las cuales permanece el poder dispositivo, administrativo, de licenciamiento 

ambiental y policivo del Estado. Un ejemplo de dicha afirmación la refleja la anulación del contrato 

de concesión minera otorgado en área del Parque Nacional Natural Yaigojé-Apaporis, cuando 

dicha figura de protección ambiental fue declarada en la misma fecha en que fue suscrito el 

contrato de concesión minera12. (CConst. Sentencia T-384A/2014, G. Mendoza)  

En contraste, la cara que se observa desde el sector minero (Fedesarrollo, 2013, p 12.), 

advierte que este sector cubre un importante renglón en la economía y ha dispuesto regalías en un 

                                                 
12 El Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia oral el 19 de noviembre de 2015 

declarando la nulidad absoluta por objeto il²cito del Contrato IGH-15001X que autorizaba a la 

empresa Canadiense Cosigo Resources explorar y explotar título minero en traslape de Parque 

Nacional Natural Yaigojé Apaporis. 
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9% en el año 2004, y pasó a generar en el año 2012 un porcentaje tan elevado del 18,7 %, 

generando una participación por parte del sector extractivo en el PIB de 2% para los años noventa 

y un 11% para el año 2012.  

Esta observación es importante, sin embargo, datos más recientes evidencian las 

deficiencias para que dicho sistema traduzca todos los ingresos en beneficios. La fundación 

Heinrich Böl Sitftung (2018) en un reciente análisis sobre el esquema tributario en Colombia ha 

enfatizado el costo fiscal que tienen las tasas de recaudo para las empresas extractivas, pues a pesar 

de presentar una cifra nominal de 25%, al cotejarla mediante ejercicios sobre los beneficios 

tributarios que recibe la industria extractiva, únicamente termina por aportarse un 5% de los 

ingresos por extracción pago por las empresas. Es decir que existe un desequilibrio, y no puede ser 

fácilmente esquivado al evaluar la vía por la que los impuestos deducidos frente al total de aportes 

por regalías al desarrollo de la economía generan una doble ventaja para las empresas extractivas.  
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Capítulo V 

Lógicas de un acuerdo: herramientas de gestión pública para la profundización del 

consenso 

Pensar deliberadamente sobre la compleja dinámica socio cultural de la SNSM no constituye una 

tarea de una única persona y en único tiempo. Este complejo socio-sistema ha atraído las miradas 

científicas, las miradas políticas y las miradas académicas en varias oportunidades. Previamente 

esbocé los contornos de una geografía, sus pobladores y el mito que reaviva dicho territorio y las 

condiciones bajo las cuales se ha dado y se propone dar cierta apropiación, lo que implica la gestión 

por parte de la Nación de recursos que permanecen en su subsuelo, y las necesidades de 

conservación de servicios ambientales preponderantes a nivel ambiental por un lado y, por otro 

lado, el ejercicio pacífico de la reivindicación de derechos colectivos y ancestrales asociados a la 

pervivencia de sus primeros pobladores. 

 Bajo estos antecedentes aparecen las formas de regulación del territorio, de ordenación del 

conflicto entre visiones de desarrollo y la puesta en práctica de herramientas de salvaguarda 

ambiental que una tras otra han confluido en aportar a la gestión de la Sierra Nevada de Santa 

Marta. Las principales alternativas de gestión de los intereses dentro y de la SNSM son 

principalmente cinco herramientas de gestión: reconocimiento mediante decreto de la Línea 

Negra, reconocimiento de 4 resguardos indígenas, designación como Zona de Reserva de Biosfera 

de la Unesco, declaración de área protegida mediante la figura del Parque Nacional Natural 

Tayrona, y Constitución de Reserva Forestal. Estas dos últimas calificaciones coinciden con ser 

zonas excluibles de minería de acuerdo con el Código de Minas. 

 En la línea de herramientas que actúan paralelamente en la zona en disputa de la SNSM, se 

han dado dos hitos buscando normar los intereses de quienes rechazan la explotación y de quienes 
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la defienden como intereses legítimos en el último semestre del año 2018: la ampliación del Parque 

nacional Natural Sierra Nevada de Santa Marta en 558.000 h para congelar la entrega de títulos 

mineros en ese espacio ampliado por un término de un año, y la firma del decreto de Línea Negra 

que amplió el territorio ancestral de 50 a 348 puntos sagrados. 

Este marco de herramientas de gestión pública, antes que nada refleja una continua 

evolución de los medios para resolver la tensión dada entre salvaguarda de territorios sagrados e 

intereses nacionales por explorar y explotar parcialidades de los mismos. Las dos últimas 

respuestas fueron presentadas por el sector ambiental y de interior, uno ampliando hectáreas de 

protección natural y otro ampliando la protección de los sitios sagrados al extender su numeración.  

Hoy sin embargo, la sensación de una parte de la opinión tanto nacional como indígena, es 

que una de las partes queda descompensada. Aún sigue pendiente la tarea de imaginar como 

resolver o morigerar los problemas institucionales que subyacen al traslape de intereses, cómo 

evitar la discrecionalidad que llevó a tener el día de hoy un territorio de conservación sitiado por 

la explotación, y sin acudientes claros. Parte de la tarea que me propongo a partir del marco previo, 

es generar un lineamiento mucho más enriquecido, más equilibrado para las partes y tendiente a la 

sostenibilidad ambiental de este territorio. 

5.1. Experiencias de campo 

 

Tener de fondo una problemática que involucra comunidades ancestrales impide dar un paso sin 

consultar un principio de respeto de los principios que inspiran el trabajo con pueblos ancestrales 

protegidos por la Constitución y convenios internacionales. En ese marco se adelantó un 

acercamiento a los representantes de los pueblos indígenas de la SNSM durante dos días, en el mes 

de septiembre de 2018 en los que se inició un diálogo en el marco de sus propias dinámicas del 

conocimiento de su concepción sobre las dinámicas legales y territoriales sobre su cultura. Este 
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diálogo se desarrolló, como observador participante, en el contexto de reuniones previas a la 

construcción de posturas de los cuatro pueblo indígenas con ocasión de la construcción de 

argumentos ante la justicia constitucional para la salvaguarda del territorio ancestral de Línea 

Negra, al cual asistieron miembros de la Confederación Indígena Tayrona (Pueblo Arhuaco) 

Organización Gonawind¼a Tayrona (Pueblo Kogui) Organización Wiwa Yugumaiun 

Bunkuanarrua Tayrona (Pueblo Wiwa) Organización Indígena Kankuama y personas autorizadas 

a participar en las conversaciones que tuvieron lugar en la Casa Indígena en Valledupar-César. 

 Los principales aspectos extractados de dichos encuentros dan un acercamiento más certero 

a lo que podrá plantearse como instrumento de gestión pública aplicable para un territorio. 

Inicialmente las propuestas de doble vía pueden sintetizarse en las siguientes afirmaciones: 

¶ Es prioritario fortalecer el ejercicio de gobierno propio de los pueblos indígenas, y 

empezar recorriendo una mirada de las condiciones afrontadas por los pueblos 

indígenas en general en Colombia, con ocasión de la intromisión por las figuras de 

gobierno coloniales, las figuras de educación, el conflicto armado y últimamente la 

minería. 

¶ Se propone una manifestación enfática al gobierno a la luz de la relevancia de 

conservar el territorio de la SNSM, no solo para los 4 pueblos sino para la nación 

en su conjunto. 

¶ Aunque no se conoce aun claramente cuál será el instrumento qué de respuesta a 

estos debates, si se sabe a ciencia cierta que el árbitro territorial de este espacio son 

los indígenas. 

¶ Reconocen y aceptan que las comunidades tienen una serie de derechos reiterados 

ampliamente por convenios internacionales y nacionales, pero la vez saben que 
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tienen un amplio marco de deberes que implica comprometer a sus comunidades 

con la conservación de sus valores y cultura. 

¶ Reconocen que los actos proferidos en cualquiera de sus manifestaciones por el 

Estado, generan dificultades de asimilación a la ley de origen, propia de los pueblos 

indígenas. 

¶ Manifiestan la necesidad de ahondar en la dimensión política del tratamiento a la 

Ley de Origen, en tanto que la afectación ambiental del territorio corresponde a una 

faceta nada más.  

¶ Sin embargo, reafirman que un punto común a cualquier postura, debe partir de que 

la naturaleza es un bien común. 

¶ Los análisis efectuados en los espacios de los mayores o las autoridades de los 

cuatro pueblos, concluyen que la protección del territorio ancestral tal como se 

encuentra actualmente, se ha realizado durante años a partir de principios, 

actividades y estrategias defensivas; indicando con ello que su protección 

preventiva no ha contado con una visión liderada por los líderes políticos nacionales 

y territoriales. 

¶ La aproximación que se reitera en más de una oportunidad por los representantes 

de cada uno de los pueblos, es que el problema de protección de su territorio no es 

necesariamente un problema de derecho. Es un tema político, dado que los espacios 

que se han pretendido proteger por todos los mecanismos vigentes en la SNSM, al 

mismo tiempo han sido impactados con la entrega de licencias y títulos mineros. 

En esa medida se reclama dar pasos en niveles técnicos, de acuerdos, pero también 

reclaman un espacio político. 
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¶ Todo lo que se ha trabajado desde las comunidades independientemente, ha llevado 

a la conclusión de que todo elemento de protección que se quiera diseñar para la 

SNSM, debe tener un contenido espiritual y otro material. Permaneciendo abierta 

la gran pregunta de ¿cómo proteger estos espacios físicos y materiales?, y ¿cómo 

aceptar que se debe proteger algo que es un bien insustituible y que se pierde 

definitivamente? 

¶ Los mamos, o autoridades tradicionales de los cuatro pueblos, entienden que no son 

las personas las que toman las decisiones, son las normas constitucionales las que 

toman las decisiones; en dicha medida acogen el ordenamiento de la Nación como 

conducto para resolver las disputas territoriales. 

¶ En el contexto de la afectación de territorio ancestral, los pueblos no están 

solicitando que se les viabilice únicamente el derecho a la Consulta Previa para que 

hagan minería en su territorio, sino que se garantice la protección integral frente a 

la actuación sistemática de actividad minera. 

¶ Señalan justamente que la nación está en mora de concebir al Estado frente a la 

supervivencia de los pueblos, y no solo frente al desarrollo económico de 

determinados territorios. 

¶ Los marcos esenciales a partir de los cuales, los cuatro pueblos de la SNSM 

plantean afrontar el diálogo intercultural son: i) la Ley de Origen, ii) La 

consideración de las afectaciones concretas a su territorio, iii) el reconocimiento de 

la consulta previa como derecho sustancial, más que procedimental, iv) la reflexión 

sobre la declaratoria del territorio de la SNSM libre de minería, y v) el respeto, a 

través de las reglas de ordenamiento territorial, de los contenidos superiores 
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constitucionales de salvaguarda de la identidad cultural de las comunidades 

ancestrales, étnicas o tribales, en términos del Convenio 169 de la OIT. 

5.2. Propuestas teóricas para la gestión de bienes colectivos 

 

Los retos que se plantean al derecho y a la gestión administrativa a la luz de las diversas 

problemáticas e intereses presentes descritas en los capítulos anteriores son multisistémicas y cada 

vez mayores; por ello las escuelas y academias dedicadas a su estudio han generado alternativas 

diversas cuya comprensión podrá resultar útil a la hora de generar una herramienta comprensiva 

de los debates en torno a bienes comunes o recursos naturales.  

En este aparte se expondrán brevemente las principales concepciones sobre el particular, 

para con ello, concebir una herramienta coherente a los intereses y valores debatidos de desarrollo 

económico y salvaguarda de derechos de pueblos indígenas.  

Una de las perspectivas conocidas para afrontar dicha problemática la ofrece la escuela de 

Derecho y Economía, la cual refrenda que la forma para resolver conflictos en los que el medio 

ambiente esté involucrado, debe estar idealmente intervenidos a través de la valoración sobre qué 

parte asume los mayores o menores costos en el conflicto. Esta perspectiva ha recibido críticas a 

raíz de la mirada inmediatista que propone por no valorar costos diversos a los económicos, como 

podrían ser los costos culturales o medioambientales (Crowford, 2009, p. 50).  

En consonancia con las propuestas teóricas que asumen el tipo de debates propuestos en la 

hipótesis de trabajo, otra postura que replantea la idea de costo-beneficio, plantea un modelo de 

deliberación que incluye en los debates de costo-beneficio, la aproximación de defensa de valores 

intangibles y comprensibles a largo plazo (Ackerman y Heinzerling, ctd. En Crowford, 2009, p. 

53).  
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A partir de este se nutren parte de las respuestas teóricas más sólidas para el análisis de 

variables dada en el movimiento de justicia medioambiental, que determina la importancia de que 

la actividad de regular involucre no solo fines administrativos sino que se oriente a proteger valores 

sociales y humanos relevantes, como podrían ser los bienes públicos o ambientales. 

Esta concepción involucra el llamado a otras ciencias como la ecología o la ingeniería para 

generar una premisa deliberativa más valida, más amplia y escruta la posibilidad de que siempre 

que se regule sobre bienes comunes o colectivos se tengan en cuenta lineamientos de 

interdependencia de los sistemas involucrados, humanos y naturales, y la necesidad de pensar 

dicha relación a partir del reconocimiento de las incertidumbres que cada uno origina, con lo cual 

apuesta a una política pública más preventiva que reactiva.  

Las otras dos escuelas prominentes sobre las regulaciones de recursos comunes, 

concretamente donde aparece involucrada la naturaleza, es el conservacionismo cuya tesis 

principal pone en pie de igualdad la salvaguarda de los recursos naturales con los intereses 

humanos, y el preservacionismo con un énfasis más radical puesto que hace eje de sus 

preocupaciones la salvaguarda, por encima de cualquier interés, del estado puro y prístino de la 

naturaleza y sus atributos. Esta última visión ha sido la fuente de creación, por ejemplo, de los 

primeros sistemas de Parques Nacionales en el mundo (Bonilla, 2009). 

Podría decirse que las aproximaciones reseñadas de cómo se ha abordado la cuestión de 

reglamentación de los bienes comunes y confluencias de intereses, comparten la falta de respuesta 

absoluta dados los efectos complejos y no lineales de las respuestas dadas por el derecho y/o la 

política a lo largo de los años. 

Retomar el dilema presente en las relaciones de debate que se suscitan en la salvaguarda 

de un territorio ancestral reconocido a los grupos indígenas de la SNSM y los procesos de 
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explotación de recursos naturales no renovables en aproximación o sobre dichos espacios, conlleva 

reconocer que el camino a seguir parte de identificar los bienes en conflicto y aplicar principios de 

justicia plasmados desde y a partir de los principios constitucionales elaborados en la segunda 

parte del documento. 

  Así, se concibe que los bienes comunes para el derecho regulatorio, son aquellos que no se 

encuentran totalmente en el marco de bienes públicos sujetos al control absoluto del estado, ni de 

los bienes privados que involucran el régimen de propiedad privada y absoluta injerencia en su 

administración de actores privados. Los bienes comunes, son por ende, aquellos que no es viable 

ni esperable racionar en su acceso y cuyo acceso individual no impide el de otros, como son los 

recursos del medio ambiente (Ostrom, 2009). La particularidad reconocida de estos es que su 

consumo o agotamiento, dado su acceso común, es ejercido por todos de manera que la 

cooperación se torna difícil y el oportunismo la regla en cuanto nadie está dispuesto a hacer un 

esfuerzo de cuidado de un bien o valor aprovechado por todos.  

 Sin embargo, aunque el enfoque de la ecología de los bienes comunes es relevante como 

teoría, se desarrolló en el marco de escuelas económicas a partir de las posibilidades de elección 

los consumidores sobre bienes y su acercamiento es vital en cuanto las opciones de gestión a partir 

de la comunidad de bienes inapropiables por principio; pero dicho enfoque no da respuesta 

concreta al dilema de uso de bienes y su colisión con la protección de valores culturales e 

inmateriales como la Línea Negra asociada, no solamente al acceso directo, sino a la pervivencia 

cultural. 

 En todo caso, y es una de las propuestas más útiles cuando se da el uso de estos bienes es 

cuando hay una sobreexplotación o congestión a un recurso de acceso común; generalmente esta 
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situación convoca el rol de una institución que haga las veces de organizador que estabilice su uso 

e impida su extinción; tal es la mirada de la intervención del Estado como mediador político. 

 El punto de quiebre que hace necesario reflexionar sobre cómo gestionar adecuadamente 

las sociedades colectivas, es el que se da a la labor de intervenir cuando un grupo determinado 

comienza a percibir el daño o cuando colectivamente se siente una afectación así no sea percibida 

por todos. La actuación sobre estos desequilibrios determina y obliga comprender entonces, el 

nivel de presión sobre el recurso. 

Las herramientas conocidas para abordar dicho problema a partir de la gestión pública 

pueden ser muchas, sin embargo Rose (2009) ha analizado alternativas teóricas, que comparten 

rasgos de cada una de las posturas teóricas reseñadas previamente, y que se sintetizan en las 

siguientes alternativas de gestión: i.) No Actuar, o conservar el statu quo de cierta situación y no 

intervenir ni pública ni privadamente, ii.) Exclusión, o impedir que cualquier otro actor futuro 

intervenga el uso del recurso, iii.) Tecnificar, o hacer regulaciones que prescriban los estándares 

determinados para acceder al uso del recurso, y iv.) Dar propiedad, que significa que se atribuyen 

a bienes colectivos usos de tipo individual, y excluyente bajo el amparo de una compensación 

(p.246).  

 En la práctica todas las formas conocidas de regulación de recursos naturales mezclan 

partes de las estrategias enunciadas. Y generalmente se opta o da prevalencia, por cada una según 

la renta que produzca la explotación del recurso y según el costo que conlleve redirigir dicha 

gestión. Esta forma de intervenir bienes comunes podría ser el que se identifica y comprende el 

mecanismo de pago de regalías que aporta la explotación de un recurso mineral no renovable, al 

aparentemente compensar el costo ambiental de la explotación. 
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 Sin embargo, al hablar de recursos no renovables, se ha sugerido, desde la teoría de la 

gestión que un criterio adicional para regularlos es considerar tanto los costos de hacerlo como la 

presión a la que se ve sometido el recurso. Esto implica valorar también el costo del recurso 

afectado. Para todos estos mecanismos, cada técnica cuenta con una queja o crítica, ya que el 

mecanismo de crear propiedad (iv), el de no actuar (i) terminan generando costos sistémicos y no 

aportan demasiado a la conservación del recurso, y el de excluir a los demás (iii) es difícilmente 

argumentable a la luz de un Estado nación donde los bienes colectivos son patrimonio nacional. 

Entre tanto, la opción de creación de estándares o llamada forma correcta, prescribe niveles de 

protección aun ante la falta de certeza de un determinado daño.  

Esta última alternativa es una de las más favorecidas ya que, a pesar de las inversiones 

necesarias para respetar los estándares que per se implica un costo que puede ser mayor que otra 

estrategia, a la postre, tiene efectos en los costos totales de evitar un daño más general o 

significativo.  

En el marco de estrategias consideradas, sin embargo se refuerza un aditivo particular 

relativo a la importancia de la persuasión normativa, contenida en casi todos los reglamentos 

medio ambientales -como ejemplo- los cuales, no solo contemplan los costos o la presión de un 

recurso compartido, sino que adicionan la persuasión dada la dificultar de generar acuerdos 

voluntarios entre diversas visiones sobre el uso o gestión de un determinado recurso. 

Como aditivo de cierre en estas estrategias se hace evidente el recurso normativo o moral, 

que es apelado frecuentemente en estos casos de amenaza de escasez de un recurso, ya que apela 

a hacer lo correcto a cambio de no atestiguar su extinción, si se comprende previamente que se 

trata de bienes de propiedad común.  
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Hasta acá la propuesta presentada por los te·ricos de ñlos bienes comunesò que sugiere una línea 

de gestión nítida fundada en tres preceptos o pasos: i.) Valorar los recursos afectados para conocer 

costos; ii .) Entender el nivel de uso del recurso y su efecto; y iii .) Crear lineamientos de carácter 

normativo que permitan direccionar o impactar la forma como la cultura usa sus bienes de 

comunidad (Rose, 2009, p. 296). 

5.3. Antecedentes de gestión pública y propuesta de producto  

 

No es reciente el acercamiento jurídico al debate que suscita el choque de intereses por el uso de 

recursos en territorios indígenas. Generalmente, se han dado respuestas sencillas cuando el 

territorio indígena es un territorio colectivo reconocido como resguardo, lo que garantiza la 

propiedad colectiva del mismo; no sucede lo mismo cuando el territorio se identifica con un 

espacio de pagamento y rito que no se equipara con los rasgos de propiedad privada, el cual 

garantiza la Consulta Previa y la exclusión de terceros, reconocida mediante la propiedad colectiva 

del resguardo indígena.  

 Sin embargo, existen claros antecedentes jurídicos que han abordado el acercamiento a 

dicho espacio ancestral tal como fue descrito en el primer capítulo. Con el ánimo de generar una 

propuesta de herramienta con los contenidos previamente introducidos, que no solo mire hacia 

futuro, sino que sea coherente e integral es preciso retomar brevemente los instrumentos de política 

pública con que se cuenta hasta la actualidad, como sigue: 

Resolución 02 de 1973: Por la cual se demarca la Línea Negra o Zona Teológica de las 

comunidades indígenas de la Sierra Nevada de Santa Marta: a través de este acto administrativo 

el Estado colombiano por primera vez demarcó lo que reconocía como Línea Negra, y definió este 

espacio teológico como una zona ñcircular delimitada por accidente geográficosò. Esta zona radial 

según el artículo 2º de la Resolución 03/1973 indicó que dichas zonas o hitos geográficos 
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permitirían a los habitantes indígenas acceder a sus sitios de rito sin que los propietarios de los 

predios puedan por algún motivo oponerse. 

Resolución 837 del 28 de agosto de 1995, por medio de la cual se amplían hitos 

geográficos de la Línea Negra: esta resolución amplio el acto de 1973 enumerando 54 hitos 

geográficos identificados dentro de la zona teológica, conservo los efectos reconocidos en dicha 

resolución pero además otorgó los efectos relativos a generar una ñdelimitaci·n tradicional del 

territorio indígena y de protección a la diversidad culturalò (p.1). 

Resolución No. 0621 de 2002, de 06 de julio de 2002 del Ministerio de Ambiente: por la 

cual se establecen lineamientos que deben incorporarse en los procesos de planificación y gestión 

ambiental de la Unidad de Parques Nacionales Naturales, CORPOCESAR, CORPOGUAJIRA y 

CORPAMAG en la SNSM. A través de esta resolución se determinó el reconocimiento a los 

pueblos de la SNSM en la conservación ambiental de este territorio, y ordenó a las entidades 

enunciadas fortalecer el gobierno de los grupos indígenas con el Estado. 

Ley 1037 de 2006 que adopta la Convención de la Unesco para la Salvaguardia del 

Patrimonio Cultural Inmaterial: recoge una figura relevante y de reciente reconocimiento para el 

derecho, consistente en enfocar una preocupación por recuperar y proteger los saberes que se 

transmiten de generación en generación, y reconocer a estos la modalidad de patrimonio 

inmaterial, que se ejerce en el seno de las comunidades en función de su interacción social, su 

plurietnicidad y su relación con el ambiente, permitiendo construir una historia colectiva 

independiente de las instituciones ex post. Este instrumento normativo dio pie al diseño de la 

Política de Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Nación (PCI) y da una mirada 

frontal a la trascendencia para la Nación de reconocer situaciones colectivas, espacios de folclore, 
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las lenguas, la organización social, el conocimiento medicinal tradicional, los procesos productivos 

ancestrales, los paisajes de alto valor cultural, las semillas y modos de producir cultura.  

 Expedida la Política de PCI se precisaron sus alcances en unos principios para prevenir la 

pérdida cultural en el país en el marco de sus compromisos internacionales, concretamente los 

siguientes: fortalecer la Gestión Social, fomentar la investigación y conocimiento sobre PCI, 

revitalización del PCI, reconocimiento de la diversidad cultural a partir de un enfoque diferencial 

y considerar el PCI como factor clave del desarrollo económico sustentable, en aras de disminuir 

los impactos negativos de procesos de desarrollo económico sobre la cultura. 

 En concreto para la SNSM y en este escenario, se avanzó en la adopción de la Resolución 

3760 de 2017 del 22 de diciembre de 2017 que reconoce un Plan de Salvaguarda para el 

conocimiento ancestral de los cuatro pueblos de la SNSM como requisito para su inclusión en la 

Lista Representativa de PCI de la Nación, lo que garantiza la distinción por parte del Estado de 

una situación apta para ser incluido dentro de programas de asistencia técnica y formación en 

capacidades a las entidades territoriales o comunidades que logren la inclusión en la Lista 

Representativa de PCI y determina una serie de objetivos y metas para generar la protección del 

sistema de patrimonio cultural inmaterial de la SNSM, en titularidad del Ministerio de Cultura y 

de los pueblos. Esta resolución administrativa constituye uno de los fundamentos normativos para 

expedir el decreto de Línea Negra.  

Resolución 070 del 28 de febrero de 2013 de la unidad de PNN: prohíbe de manera 

temporal y preventiva la presencia de turistas en áreas delimitadas como sitios sagrados para las 

comunidades indígenas de la Sierra Nevada de Santa Marta, ubicadas al interior del Parque 

Tayrona, de conformidad con el Plan de Manejo Ambiental del PNN Tayrona. Esta medida, 

aunque temporal, reflejo la aplicación de un principio de fortalecimiento del gobierno propio de 
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los indígenas acordado en el instrumento de planificación ambiental de la zona protegida 

ambientalmente. 

Plan Nacional de Desarrollo vigencia 2014-2018: aprobado mediante Ley 1753 de 2015 

en su objetivo número 6 determinó prioritaria la modificación de las Resoluciones 002 de 1973 y 

837 de 1995 con el objetivo de amparar la integridad territorial y derechos étnicos garantizados 

mediante la Ley 21 de 1991. 

Decreto 1500 de 2018 del 6 de agosto de 2018 del Ministerio del Interior  ñpor el cual se 

redefine el territorio ancestral de los pueblos Arhuaco, Kogui, Wiwa y Kankuamo de la Sierra 

Nevada de Santa Marta, expresado en el sistema de espacios sagrados de la 'L²nea Negra', como 

§mbito tradicional, de especial protecci·n, valor espiritual, cultural y ambiental, conforme los 

principios y fundamentos de la Ley de Origen, y la Ley 21 de 1991, y se dictan otras 

disposiciones": esta norma, la más reciente en el grupo de las respuestas normativas conocidas en 

torno a la regulación del territorio ancestral en la SNSM fue expedida el 6 de agosto de 2018 y 

contiene una estructura de principios que apelan a la protección integral del territorio teológico, a 

la conectividad existente entre todos los hitos de la Línea Negra, a la preferencia por la 

interpretación cultural cuando existan dudas en la aplicación del decreto, al respeto de los 

principios rectores del derecho ambiental y al respeto de derechos adquiridos (con justo título) de 

terceros.  

 Apropia el decreto en sus definiciones, conceptos propios de la concepción teológica 

ancestral de los pueblos de la SNSM al definir la interconexión o sistema de espacios sagrados en 

códigos geográficos correspondientes al ejercicio de la Ley de Origen por parte de las autoridades 

propias de los pueblos Arhuaco, Kogui, Wiwa y Kankuamo. 
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 Como criterio para establecer el territorio tradicional determina que éste se delimitará 

según la cartografía oficial del IGAC y que el mecanismo para reconocer el área y el ejercicio de 

las actividades de rito o pagamento de los cuatro pueblos se hará de conformidad con la regla de 

derecho de acceso al Espacios Sagrados (Decreto 1500/2018, Art. 7), o regla de garantía para que 

los habitantes indígenas accedan a estos espacios a fin de realizar sus prácticas tradicionales, según 

cada caso. 

 En materia de sistemas de información, el decreto determina que todas la entidades públicas 

que elaboren mapas o cartografía deberán integrar el sistema de hitos sagrados certificados en el 

decreto. En esta misma línea la norma ordena que se generen medidas correspondientes a nivel de 

política deben integrar los demás modos de protección cultural de los pueblos originarios. 

 Finalmente, se enuncia la creación de una instancia de seguimiento para proteger el 

territorio ancestral de los pueblos de la SNSM conformada por los Ministerios de Interior, Cultura, 

Ambiente y Desarrollo Sostenible, Agricultura y Desarrollo Rural, Directores de Corporaciones 

Regionales, Gobernadores o sus delegados y autoridades de los 4 pueblos y culmina con la 

descripción geográfica de 348 hitos o sitios sagrados en los departamentos de Guajira, Cesar y 

Magdalena. 

 Hasta este punto se resumen las principales herramientas vigentes de recepción de la 

concepción ancestral de territorio contemplada por los pobladores originarios de la SNSM, paso 

imprescindible para generar una propuesta que las complemente o afine, o redefina en clave de 

derechos con lo cual se contempla la descripción del producto principal que desde la gestión 

pública podrá proponerse para propiciar escenarios de diálogo, disminución de conflicto, 

protección de sistemas socio culturales relevantes y coordinación de entidades públicas 

involucradas, particulares y comunidades. 
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 Se torna fundamental, entonces que cualquier instrumento que aborde la gestión del 

territorio de la SNSM,  no solo puede entenderlo como un espacio relevante ancestralmente, ya 

que en este confluye más de un interés de conservación ambiental, nacional y global, con lo cual 

se torna vital vincular a su uso, la creación y exigencia de oportunidades técnicas más rigurosas, 

como podría ser el estándar del principio ambiental de precaución, el cual demanda la búsqueda 

de la acción racional sobre territorios vulnerables ambientalmente hablando, como el de la SNSM. 

Las herramientas de gestión pública analizadas permiten contemplar un número de 

estrategias, que van de lo simbólico como el ingreso del territorio ancestral al modo de 

reconocimiento en la Lista Representativa de Patrimonio y su Plan de Salvaguardia,  estos 

instrumentos contienen un reconocimiento simbólico y prevén la auto-gestión del espacio sagrado, 

y con el Decreto 1500 de 2018, se suman a construir un régimen particular para la Línea Negra, 

sin duda relevante por sobre toda medida por cuanto determinan reglas especiales de: integralidad 

del espacio de Línea Negra, conectividad del espacio ancestral, protección de conocimientos 

ancestrales asociados, rigor subsidiario, principio de precaución e interpretación a favor de lo 

cultural. 

 No obstante contener principios vitales para la protección de derechos ancestrales, la 

puesta en práctica depende aún de dos condiciones: que se genere el documento de cartografía y 

que se garantice un derecho de acceso y realización de prácticas por los indígenas en los sitios de 

ubicación de los hitos geográficos. Se deberá superar la comprensión de este derecho de acceso, 

como un derecho de servidumbre, tal como podría interpretarse desprevenidamente de la lectura 

de la norma. 

El diagnóstico presentado en este documento involucra pensar una herramienta de gestión 

pública que reconozca todas las particularidades reseñadas, los riesgos conocidos y por ello debe 
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facilitar, estabilizar y justificar una acción relevante desde la institucionalidad. Ello implica 

reconocer la poca coherencia subyacente en las actuaciones adelantadas por la institucionalidad y 

por particulares al hacer uso del territorio de influencia de la SNSM, y apostar por una dinámica 

de mayor gobernanza, con un marco capaz de capturar las interrelaciones entre aspectos relevantes 

de la gobernanza, como es el diálogo, las normas claras, la rendición de cuentas y los micro 

procesos de la aplicación de normas a nivel local o territorial. Por ejemplo, el micro proceso de 

certificación de presencia de comunidades adelantado por el Ministerio del Interior está siendo 

realizado por proyecto de infraestructura o de extracción a petición de parte interesada. Lo cual no 

es negativo per se, pero denota la actividad pasiva del Estado en generar capacidades de mayor 

prevención y conocimiento del territorio. 

El reconocimiento que Colombia ostenta en la Región Andina de ser el país de mayor 

conflictividad, según el Atlas Global de Justicia Ambiental, publicado por la Universidad 

Autónoma de Barcelona (2012) conduce también, a involucrar íntegramente las herramientas 

disponibles para el manejo de conflictividad ambiental en este tipo de contextos.  

De otro lado, los rasgos burocráticos de manejo del conflicto en torno a los recursos 

naturales y la interpretación también burocrática del derecho procesal de Consulta Previa de las 

comunidades, han permitido generar unas dinámicas de sobrecarga social y acumulación de los 

efectos surgidos de la indefinici·n de unas reglas m§s claras para todas las partes.  Estas 

condiciones propias garantizan la permanencia de reglas est§ticas, que no absorben las demandas 

de cambio social y justicia, o lo que es lo mismo: un amplio marco de derechos que no son 

garantizados adecuadamente.  

Conocido este escenario como de conflicto, una propuesta más honesta conduce a abordar 

la disputa real sobre los recursos, no solo desde la capacidad de dictar normas por parte del Estado, 
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sino de buscar influenciar una visión más compartida de los beneficios que genera un territorio tan 

particular.  

Dicho esto, es crítico considerar que el diagnóstico más reciente del Departamento 

Nacional de Planeación (2018) evalúo como excesiva la producción normativa en Colombia, con 

estadísticas que van entre 17.168 decretos y 68.698 resoluciones en los años 2000-2016; con lo 

cual se estarían considerando cifras de la expedición de tres decretos diarios. Esta información 

debería ser suficiente para confrontar cualquier alternativa de gestión desde lo público a futuro, y 

repensar con ello el efecto que puede tener la construcción de una norma adicional, sin resolver 

los problemas de eficacia identificados por las Altas Cortes cuando evidencian la ineficacia de la 

garantía de los derechos acá involucrados. 

Adicionalmente, estudios relevantes en la administración pública, como el adelantado por 

Marcos (2009) en torno a la eficacia normativa enfocan la atención en la manera como se miden 

los impactos de la regulación en cuanto calidad, coherencia, articulación que se da en sistemas 

normativos, dado que las normas son una de las formas más importantes de la expresión del Poder 

Público. De ahí que se resalta la necesidad de considerar no solo la técnica jurídica al realizar una 

norma para generar efectos, sino que invita a considerar adecuadamente los planos lingüísticos y 

los niveles de coherencia y proporcionalidad de la norma con las leyes previas y concomitantes 

existentes como presupuesto para tu eficacia y eficiencia. (p. 335). Por tal razón suponer una 

herramienta de gestión pública coherente parte de entender las dimensiones mencionadas. 

Se propondrá recuperar de las instituciones legales existentes, su rol de control y 

movilizador de los órdenes generales en la vida social, actualizar sus dimensiones más relevantes: 
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que las reglas existentes reconozcan las nuevas emergencias sociales o regulatorias,13 identificar y 

manejar las resistencias mediante mediación y valoración pública, e involucrar dimensiones de co- 

responsabilidad, mediante una directiva con significado normativo y político articulación necesaria 

para congregar y precisar los documentos jurisprudenciales y normas con contenido relevante. 

Conclusiones 

 

Se ha argumentado que no existe un concepto de derecho superior de un pueblo o ciudadanía por 

encima de otro u otra; a partir de aquí, por principio se puede asegurar que una sociedad justa para 

grupos diferenciados, étnicamente o por otro motivo, no podrá ser aquella que da prevalencia a un 

grupo sobre otro, y que es el diálogo el mejor vehículo para dar racionalidad a las divergencias; de 

no ser así, no tendría sentido hablar de derechos. 

Este diálogo presupone una necesidad argumentativa de construir decisiones justas. Con 

ello, cuando una decisión pública o privada o administrativa sea desfavorable a cierta población o 

privilegie una postura sobre otra, el principio de dignidad, pieza angular de la Constitución 

Política, obliga a razonar que para todos los casos una decisión así, no podrá calificarse como justa 

cuando perjudica a otro grupo. Deberían construirse mejores argumentos para generar alternativas. 

Los marcos normativos dispuestos para abordar esta construcción de mejores argumentos se 

deberán surtir, entonces desde un escenario que no genere confrontación, y que refuerce su 

contenido sustantivo propio. 

                                                 
13 Con estas nuevas emergencias se hace referencia a los desafíos tecnológicos vigentes, o los 

compromisos multilaterales o las condiciones internacionales sobre demanda de recursos o cambio 

de matriz productiva. 
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Lo anterior cuestiona el cómo de los procesos de Consulta Previa que se pretendan 

adelantar sobre un vasto territorio, y que buscando propiciar un diálogo, lo hacen de forma 

desigual, no solo entre grupos étnicos y empresa, sino entre comunidades y Estado. Pues se 

evidenciaron proyectos que acumulativamente no incluyen el análisis de sus efectos agregados, y 

confluyen a desarticular el contenido sustantivo propio del derecho a la Consulta Previa, como la 

buena fe, o la información, la cual indefectiblemente es la vía para el diálogo intercultural, pero 

que debe ser reforzada con un mayor compromiso Estatal y una información de mayor 

contundencia y calidad para el análisis de impactos. 

Este mapa de alternativas no podrá ser único ni definitivo, pero si deberá considerar los 

argumentos de mayor racionalidad en la toma de decisiones públicas. Es decir, debe involucrar las 

dimensiones faltantes del problema como se propuso exponer y hacer explícito en el desarrollo de 

este documento. 

El concepto de Línea Negra evidenció que el Estado hoy administra territorios que superan 

las divisiones administrativas tradicionales, y que si bien la propiedad privada fundamenta las 

relaciones pacíficas y el orden social, las actividades extractivas y las de conservación ambiental 

cuentan con un común denominador en el interés general, que debe ser redefinido iluminado por 

argumentaciones más racionales. 

El debate por acomodar posturas diversas sobre un mismo bien, un bien común, interferido 

por los usos que se hace del mismo, como se expuso, decanta en unos elementos mínimos claves 

al momento de reflexionar desde lo público: lo primero es afrontar la falsa simetría que existe entre 

las poblaciones indígenas y los titulares de contratos mineros o autorizaciones de infraestructura. 

Esa conclusión conlleva a superar las posturas burocráticas. Como se resaltó la entrega de títulos 

que autorizan actividad minera colisiona con espacios geográficos objeto de la reproducción de 
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una cultura ancestral, independiente de la cifra que se maneje sobre esta actividad, el impacto del 

Decreto 1500 de 2018 se dio en sacar a la luz un escenario teológico, mucho mayor del imaginado 

por el Estado burocrático, y obligó a repensar las alternativas de un reconocimiento mayor en 

extensión, de zonas en las que venían dándose autorizaciones de uso sin contemplar dicho 

antecedente.  

A esta dificultad o nueva situación objeto de reflexión jurídica se suma una adicional 

relacionada con las dificultades que ha propiciado la regulación que reglamenta las autorizaciones 

mineras y las ambientales. Pues el Código de Minas y la legislación ambiental exigen la Consulta 

Previa siempre que se vayan a desarrollar actividades que puedan impactar territorios de 

comunidades, pero a su vez no se exige licencia ambiental para actividades de exploración minera, 

menos guardando, aparentemente, el valor dado a la precaución por un territorio de doble valor: 

ambiental y ancestral.  

Para dar claridad, a dicha situación, en varias oportunidades la Corte Constitucional ha 

facilitado criterios de interpretación útiles14, cuyo sentido concreto establece que antes del 

otorgamiento del contrato de concesión minera o contrato de Exploración y Perforación, el 

solicitante no es contratista y cuenta únicamente con una expectativa y garantía de prelación, por 

lo tanto, serán las circunstancias y el caso concreto los que definirán si la afectación al territorio 

ancestral, son de tal magnitud que justifique el proceso de Consulta Previa en el otorgamiento del 

título minero o la suscripción del contrato. 

                                                 
14 Las sentencias relevantes para este análisis son fundamentalmente las SU-039 de 1997, T-693 

de 2011, y T-547 de 2010 de la Corte Constitucional. 
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Se sabe que el Estado colombiano resulta ser un estado teórico en muchas zonas, y la 

capacidad de las autoridades ambientales o territoriales se ve disminuida a la luz de los parámetros 

exigidos constitucionalmente para salvaguardar el patrimonio ambiental y cultural y proteger el 

desarrollo nacional a la vez. Deviene evidente, entonces, que las diversas representaciones que se 

tienen sobre un mismo objeto (territorio) presupone un conflicto relevante; aquel que surge del 

encuentro de dos tipos de sociedad, una de patrón integrativo tradicional, y otra moderna y 

tecnológicamente compleja, y como lo señala Felstiner (1974) ambas sociedades carecen, a priori, 

de incentivos suficientes para valorarse mutuamente.  

Es así que, superar una condición de statu quo dependerá de los actores que participen y 

del empoderamiento que ostente el ente llamado a regular el conflicto.  En este caso, se considera 

que el primer llamado a coordinar este tipo de relaciones debe ser el Estado, territorial y nacional. 

Las capacidades públicas deben ser mejoradas para ello, tal como se expuso en el capítulo referente 

a las propuestas de gestión de bienes comunes. 

Las capacidades e instituciones públicas deberán entonces tener la posibilidad de recoger 

o absorber los déficits de protección de los pueblos ancestrales de la SNSM, en materia de derechos 

sustanciales y procesales como la Consulta Previa, en materia del reconocimiento del carácter de 

víctimas del conflicto armado, en cuyo caso, se apela a actualizar los principios y planes de 

salvaguarda y la objeción cultural, contenidos en la jurisprudencia y en los Acuerdos de la 

Habana, como llamado a la inclusión de estos principios en la política pública colombiana. 

(Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016) 

El instrumento vigente para la protección de la Línea Negra, reconoce en su fundamento 

el derecho a la Consulta Previa. Como es un derecho que debe ser salvaguardado por todas las 

autoridades, el Decreto 1500/18 se complementa con la inclusión universal de la cartografía de 
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Línea Negra en los demás sistemas de información públicos. El reto está en superar el obstáculo 

de la comprensión sobre que se entiende por derecho de acceso, y en llenar el contenido, ya que 

el paquete normativo es muy reciente, pues solo en los años 2017-2018 se dieron los avances 

jurídicos enunciados. 

Otras propuestas, como el Proyecto de Ley de Consulta Previa presentado por el partido 

Cambio Radical, identificado en el Senado con el número 134/18, contiene criterios de territorio 

que excluyen el espacio de Línea Negra, de ahí que durante el trámite del proyecto para la 

legislatura 2018-2022, no se contará con el debate de dicho proyecto, ni con los protocolos 

independientes de Consulta Previa que han propuesto pueblos como el Arhuaco, y que deben ser 

desarrollados y financiados en diversas etapas. 

Bajo la misma línea de los protocolos como alternativa de relacionamiento para relaciones 

interculturales especiales, la literatura y convenciones15 especializadas y comunidades han 

recurrido a Protocolos Bioculturales como reglas de implementación de acuerdos a nivel 

administrativo y jurídico desde la comunidad étnica hacia afuera. Estos instrumentos aportan en la 

construcción de un código sobre el uso de recursos provenientes de la biodiversidad, o los 

conocimientos tradicionales indígenas, a fin de ordenar su uso y garantizar la distribución de 

beneficios del uso del recurso natural, genético o bicultural de las comunidades.  

Esta herramienta, sin embargo, debe ser considerada para otro tipo de fin, como la 

protección de recursos genéticos, ya que es un compendio ético y técnico muy asociado al lenguaje 

desde la comunidad hacia afuera, y dada la ausencia de una autoridad con un rol público 

determinado, tiende a ser una forma de auto gestión de las relaciones, con la debilidad de que no 

puede traducir un carácter vinculante para el diálogo intercultural. 

                                                 
15 Es el caso del Convenio de Biodiversidad Biológica y el Protocolo de Nagoya. 
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Visto el escenario, se sabe que se cuenta con múltiples actores, que de estos, unos aportan 

al desarrollo económico del país, pero sus actuaciones impactan directamente sujetos especiales 

de protección constitucional, como son las comunidades indígenas de la SNSM. Más allá de las 

regulaciones previstas en las normas como el Convenio 169 de la OIT, desarrollado profundamente 

por la jurisprudencia y aplicado por la Directiva Presidencial 10 de 2013, es válido retener que 

existe un sistema de protección formal del territorio teológico de la SNSM, que dicho territorio 

coincide también con expectativas de explotación y abarca la población de aproximadamente 24 

municipios y tres departamentos al norte de Colombia.  

Pero también es verdad, que esta geografía cuenta con características ambientales 

específicas en vulnerabilidad, en representatividad ecológica y servicios ambientales, lo que obliga 

a considerar dichos caracteres antes de abordar el territorio: el carácter cultural y el ambiental. A 

lo anterior se suma el informe de Alertas Tempranas entregadas por la Defensoría del Pueblo 

(2018), que reitera el alto riesgo de los cuatro pueblos por presencia de grupos ilegales en búsqueda 

de control territorial y económico. Esta alerta recoge el valor político de una instrucción de política 

pública, contenida en el Punto 3 de los Acuerdos de la Habana y del Teatro Colón, sobre la garantía 

de  no repetición de las condiciones victimizantes de las víctimas del conflicto.(Oficina del Alto 

Comisionado para la Paz, 2016) 

Por lo anterior, no sería precoz concluir que se evidencian falencias de la actuar público 

asociado al actuar privado al omitirse dimensiones fundamentales en el tratamiento de un conflicto 

como el analizado. La incomprensión de la dimensión de los efectos acumulativos presentados en 

un territorio tan particular como el estudiado, omite sobre todo verificar la escala y el tiempo de 

duración de las actividades extractivas en estas zonas. En algunos casos hay actividades extractivas 
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previstas en contratos de 20, 30 o 40 años que idealmente deben ser repensadas a la luz 

reglamentaciones para un país megadiverso cultural y ambientalmente. 

Esto evidencia simplemente el desequilibrio que existe entre los tiempos e impactos de los 

proyectos y las propuestas de diálogo con las comunidades involucradas, más aún cuando sobre 

todo el modelo de gobernanza minera extractiva se caracteriza por el predominio de un actor como 

el sector privado, con un Estado observador y facilitador, pero no regulador.  

Adicionalmente y finalmente es palmario el hecho de que la información analizada genera 

un panorama de debilidades de los sistemas de información o de robustez en la fuente de 

información que nutre los espacios de participación como es el proceso de certificación de 

presencia de comunidades indígenas. Este paso es casi el único habilitado para generar el diálogo 

cultural, y se encuentra debilitado impidiendo que se garanticen a cabalidad las correspondencias 

de un adecuado diálogo intercultural.
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Anexos 

Anexo I 

Instrumento de Gestión Pública 

 

 

DIRECTIVA PRESIDENCIAL  

 

DE:   Presidencia de la República 

 

PARA: Ministerio de Interior-Ministerio de Cultura-Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible- Ministerio de Minas y Energía-ANM-ANH-Institutos de Investigación del Sistema 

Nacional Ambiental-Departamento Nacional de Planeación- IGAC. 

 

FECHA:  3 de diciembre de 2018 

 

 

Teniendo en cuenta que el sistema constitucional colombiano reconoce y protege la diversidad 

étnica y cultural de la Nación  y dispone como obligación del Estado y de las personas proteger 

las riquezas culturales y naturales de la Nación, al tenor de los artículos 7º y 8º de la Constitución 

Política. 

 

Considerando que el Estado Colombiano es signatario del Convenio 169 de la OIT, ratificado 

mediante la Ley 21 de 1991, y que se instituye el diálogo como el mecanismo articulador principal 

para tramitar las diferencias de los pueblos étnicos con los Estados que habitan y salvaguardar sus 

derechos, el cual deberá ser interpretado a la luz del principio de no regresividad.  Teniendo en 

cuenta además que este derecho a su vez es un principio de derecho internacional merecedor de 

tutela jurídica nacional e internacional. 

 

Considerando que Colombia ratificó la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 

Cambio Climático mediante Ley 164 de 1994,  el Convenio de Biodiversidad y está vigente la Ley 
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99 de 1993 que rigen el Sistema Nacional Ambiental e incluyen como principio rector para el 

desarrollo sostenible el principio de Precaución, y el de Prevención que determinan, por un lado 

que el Estado no deberá esperar tener certeza total de una afectación ambiental para abstenerse de 

actuar frente a una amenaza o riesgo, o que por otro lado, teniéndola puede abstenerse y 

considerando, que en el marco de la Opinión Consultiva, OC-23/17 de noviembre de 2017, elevada 

por Colombia sobre el criterio de interpretación regional que se debe dar para la protección del 

ambiente en el marco  del Pacto de San José ante los posibles impactos de grandes obras de 

infraestructura en regiones ambientales estratégicas, la CIDH recomendó que los Estados parte 

deberán ser especialmente cautelosos, aplicando el principio de precaución y de prevención, 

cuando no se tenga certeza de la magnitud de daños irreversibles para el ambiente en ecosistemas 

complejos, o cuando se contemplen daños en los denominados ecosistemas frágiles, como la Sierra 

Nevada, zona de Bosque Seco del Caribe.  

 

Considerando que los instrumentos internacionales e internos mencionados apelan a una 

valoración de los territorios cultural, poblacional y ambientalmente vulnerables con la exigencia 

de oportunidades técnicas más rigurosas, y que las capacidades públicas deberán preferir los 

estándares más exigentes y absorber los déficits de protección de dichos sistemas socio-

ambientales. 

 

Valorando que Colombia cuenta con un régimen particular y que existe un sistema de protección 

formal del territorio teológico y ancestral de los pueblos de la Sierra Nevada de Santa Marta que 

debe ser efectivamente garantizado, e involucra el concepto de Línea Negra, provisto por el 

Decreto 1500 de 2018, el Plan de Salvaguardia y la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
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Inmaterial se suman a construir un régimen particular para la Línea Negra, relevante para fortalecer 

la protección del espacio inmaterial de los indígenas de la Sierra Nevada de Santa Marta y 

enriquecer el diálogo intercultural. 

 

Considerando que dicho territorio ancestral coincide también con legítimas expectativas de 

explotación extractiva y que abarca un territorio compartido por tres departamentos al norte de 

Colombia, y sus autoridades, pobladores e intereses nacionales y que finalmente la geografía de la 

Sierra Nevada cuenta con características ambientales específicas en vulnerabilidad, en 

representatividad ecológica y servicios ambientales, y que dados los recientes avances normativos 

con la expedición de la Resolución 2035 de 2018 que crea los Centros Regionales de diálogo 

ambiental, se evidencia que la conflictividad sectorial puede ser transformada mediante 

información certera, transparente y con efectos sustantivos.  

 

Con el fin de dar cumplimiento a los desarrollos jurisprudenciales impartidos por la Honorable 

Corte Constitucional y el Consejo de Estado en las sentencias, sobre todo la T-849/2014, C-

389/2016, SU 133-2016, y Sentencia 47001-23-31-000-2013-0008-01 y los estándares 

internacionales sobre Consulta Previa determinados por la CIDH, y con el fin de generar objetivos 

funcionales y normativos precisos e integrales informados por dichas decisiones. 

 

Las decisiones judiciales y los documentos técnicos evaluados por las autoridades ambientales, 

mineras y territoriales dan cuenta de la débil articulación de los procesos productivos y procesos 

de conservación cultural y ambiental, y de las dificultades de caracterización de acuerdos entre un 

grupo sujeto especial de protección, un territorio y los proyectos de desarrollo multipropósito sobre 
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ese espacio y que se hace imperativo coordinar, articular y orientar planes, prioridades e intereses 

nacionales, y dar una adecuada valoración a mínimos normativos que regulan dicho campo del 

actuar público, y aplicar reglas de racionalización, de planificación, y solventar los déficits de 

implementación normativa presentes.  

 

En ejercicio de las potestades atribuidas por el artículo 189, numeral 11 al presidente de la 

República de ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, 

resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes, y en virtud de lo 

anteriormente expuesto se hace necesario que se tengan en cuenta las siguientes disposiciones para 

adelantar los proyectos, obras o iniciativas en territorio ancestral de los 4 pueblos de la SNSM, en 

consecuencia se dispone acatar las siguientes:  

 

DIRECTRICES  

 

1. AL MINISTERIO DEL INTERIOR:  

 

Para los procesos de Consulta Previa en el territorio de la línea negra: establecidos los 

objetivos de política pública en materia de Consulta Previa dispuestos para la salvaguarda de 

pueblos culturalmente relevantes y sujetos especiales de protección constitucional, y con el fin de 

garantizar la eficacia de los mandatos de las normas vigentes, y debido a que es obligación de la 

más alta institucionalidad pública aportar parámetros de coordinación interinstitucional para la 

garantía de este derecho, bajo los principios dispuestos por las Altas Cortes además de generar 

eficacia, economía y celeridad administrativas, a través de los recursos normativos y materiales 
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existentes, se deberán incluir los siguientes pasos para adelantar el proceso consultivo por parte de 

la Dirección de Consulta Previa del Ministerio de Interior, como principal responsable de liderar 

el proceso de consulta previa, sin perjuicio del protocolo adoptado por la Directiva 10 de 2013 

sobre proceso de Consulta Previa:  

 

a. El proceso consultivo, en todas sus fases, pre consulta, consulta y seguimiento, deberá 

incluir los espacios delimitados y ampliados por el Decreto 1500 de 2018 que redefinió 

el territorio ancestral. Se tendrá en cuenta la fecha de su publicación el 6 de agosto de 

2018, fecha del Diario Oficial No. 50.677. 

b. En proyectos y obras que se vayan a adelantar en territorio de Magdalena, Cesar y La 

Guajira se deberá incorporar al proceso de certificación de presencia de pueblos 

indígenas la información correspondiente sobre la obligatoriedad de consulta previa 

por corresponder a territorio ancestral.  

c. Con el fin de superar la ausencia de diálogo entre los sectores minero y ambiental, la 

certificación de no presencia de comunidades en territorio de Línea Negra no constituye 

una autorización para ninguna autoridad ambiental para otorgar permisos o licencias, 

deberá exigirse el proceso de Consulta Previa en trámites ambientales con las 

autoridades representativas de los pueblos que habitan la Sierra Nevada de Santa Marta 

de conformidad con la Sentencia T-849-2014.  

d. La Dirección de Consulta Previa deberá certificar la idoneidad y conocimiento legal y 

técnico sobre territorio del grupo o funcionario que evalúa la solicitud de certificación. 

Serán aplicables las normas de control interno disciplinario para el desempeño de esta 

función. 
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e. Poner en marcha y liderar la instalación de la Mesa de seguimiento y coordinación para 

la protección del territorio tradicional de cuatro pueblos indígenas de la SNSM. 

f. El principio de Proporcionalidad aplicado en el proceso de consulta previa deberá 

hacerse considerando los efectos acumulativos de los proyectos extractivos y de 

infraestructura en territorios de vulnerabilidad cultural y ecosistémica. 

g. Generar los mecanismos de datos abiertos para generar reportes históricos de la entrega 

de certificación en territorio de la Línea Negra desde la vigencia de la Resolución 002 

de 1995 y el Decreto 1500 de 2018, que incluya la información de solicitudes mineras, 

contratos mineros y licencias ambientales. 

2. AL MINISTERIO DE AMBIENTE COMO LIDER DEL SISTEMA NACIONAL 

AMBIENTAL  

a. En desarrollo del Decreto 2035 de 2018, por el cual se crean los Centros Regionales de 

Diálogo Ambiental como espacios de transformación de conflicto y satisfacción de 

valores de Justicia Ambiental, se deberá liderar desde el Centro Regional de Diálogo 

Ambiental de la Macrocuenca del Caribe, la inclusión de la problemática actual por el 

uso intensivo en fase exploración y explotación del territorio de los departamentos de 

Magdalena, La Guajira y César. Esta instancia podrá, en el marco de generación de 

conocimiento, generar alertas tempranas sobre el nivel de conflicto evidenciado y los 

motivos a los demás centros de decisión. 

b. En cumplimiento de la Ley 99 de 1993, artículo 1º y el Decreto 1682 de 2017, artículo 

3º,  el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible deberá gestionar espacios y 

mecanismos para fomentar la coordinación de las entidades que integran el sistema 
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ambiental, e intensificar los esfuerzos para mejorar la calidad, transparencia e 

integralidad de la información ambiental, según recomendación de la  OCDE en su 

Evaluación de Desempeño Ambiental 2014, además de disponer los trámites necesarios 

ambientales del Estado para estructurarlos con base en criterios de manejo integral, 

justicia ambiental y con planificación  económica y social. 

Para cumplir dicho objetivo el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible deberá 

con el apoyo técnico del Departamento Nacional de Planeación, adelantar la realización 

de Evaluación Estratégica Ambiental (EEA) del territorio de la Sierra Nevada de 

Santa Marta en la cual coinciden las figuras de Parque Natural, Reserva Forestal, 

Humedal Ramsar, Reserva de Biosfera, y Reserva Regional  como  insumo para que 

las autoridades Nacionales y  territoriales con facultad de autorizar proyectos 

extractivos y mineros, y autoridades ambientales la involucren como Determinante 

Ambiental en los procesos de planificación del territorio como informa la Ley 388 de 

1997. 

La Evaluación Estratégica Ambiental cuenta con pocos antecedentes, con lo cual 

deberá obrar como instrumento integral, de conformidad con los estándares 

adelantados en derecho comparado ambiental preventivo como la Directiva Europea 

2001/42/CE.  

Con el fin de completar este ejercicio se deberá complementar, con el liderazgo de 

MADS el uso de la herramienta de Valoración Económica Ambiental del territorio 

correspondiente a la Línea Negra, según delimitación oficial, para que obre como 

insumo para la toma de decisiones de ordenamiento del territorio.  



CONSULTA PREVIA: ENTRE EL RECONOCIMIENTO Y DESCONOCIMIENTO 8 

Con el fin de reducir la incertidumbre generada en la entrega de autorizaciones, 

permisos y licencias ambientales en territorio ancestral o que puedan coincidir con el 

mismo, el Ministro de Ambiente deberá instruir a las autoridades ambientales de la 

jurisdicción para que generen un único sistema de trazabilidad de la entrega de dichas 

autorizaciones desde el año 2010, en apoyo de los parámetros de la Ley de 

Transparencia y acceso a la Información Pública y Ley 1712 de 2014 que permita medir 

el flujo de recursos naturales en el territorio. 

3. AL MINISTERIO DE MINAS Y ENERGIA Y ENTES ADSCRITOS  

a. El Ministerio deberá, a través de la UPME involucrar de manera evidente y coherente 

en los Planes nacionales mineros y definición de prioridades minero energéticas, la 

información ambiental generada en la Evaluación Estratégica Ambiental generada por 

el Sistema Nacional Ambiental y con participación de las comunidades. 

b. Involucrar en sus términos de referencia, rondas de contratación, conocimiento de los 

criterios de Impacto Cultural determinados por el Decreto 1500 de 2018. 

c. Involucrar en la elaboración de términos de referencia, rondas de contratación, y diseño 

de contratos de exploración los Principios contenidos en el Pacto Global, el Grupo de 

Trabajo sobre la Cuestión de Derechos humanos y Empresas de la OIT y Lineamientos 

para una Política P¼blica de Derechos Humanos y Empresa, especialmente aplicables 

en los procesos ubicados en la Línea Negra, relacionados con la regla de Proteger, 

Respetar y Remediar y la Debida Diligencia que contengan incentivos para la 

protección del ambiente y las comunidades. Este principio de debida diligencia, 

además presupone que las empresas vinculadas con las actividades extractivas hagan 
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todos los debidos oficios para identificar la presencia de comunidades en el área de 

influencia del proyecto.  

d. Diseñar un sistema de fiscalización y rendición de cuentas de efecto ambiental del 

sector productivo. 

e. Mantener actualizada la información del Catastro Minero con la anotación y medición 

de proyectos mineros tramitados y vigentes sobre Línea Negra, y remitirla que deberá 

ser remitido al Ministerio del Interior como líder de la Mesa de Seguimiento creada por 

el Decreto 1500 de 2018. 

f. Vincular la variable del Decreto 1500 de 2018 a la información pública de los contratos 

y rondas adelantadas por la Agencia Nacional de Infraestructura. 

4. AL MINISTERIO DE CULTURA  

a. Diseñar con el ICAHN y de forma participativa de las comunidades ancestrales de la 

SNSM un sistema de indicadores de bienestar humano, que involucren medidas de 

reparación cultural como propuesta para el monitoreo de los modos de vida y territorios de 

los pueblos indígenas para que puedan ser asociados al sistema de información territorial. 

A la luz del más reciente antecedente liderado por el SINCHI para los pueblos ancestrales 

amazónicos. 

b. Evaluar la efectividad del Plan de Salvaguardia de los sitios sagrados de los pueblos de la 

Sierra Nevada de Santa Marta. 

c. Dar soporte técnico a los municipios de la jurisdicción correspondiente a la Línea Negra 

sobre los hitos culturales de los cuatro pueblos de la Sierra Nevada con el fin de aportar en 
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la satisfacción de los elementos culturales del POT según el artículo 29 de la Ley 1454 de 

2011 o Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial. 

 

5. AL INSTITUTO COLOMBIANO DE CARTOGRAFÍA AGUSTIN CODAZZI  

a. Actualizar la Cartografía Oficial de Instituto con la información correspondiente al 

territorio ancestral de los 4 pueblos de la Sierra Nevada de Santa Marta descritos en el 

artículo 11 del Decreto 1500 de 2018. 

AL DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN  

a. Dar asesoría técnica a los municipios correspondientes al territorio ancestral de Línea 

Negra para orientar la inclusión del territorio ancestral en la actualización, diseño o 

revisión de los POT, EOT, PBOT. 

6. A TODOS LOS LIDERES DE SECTOR EJECUTIVO  

a. Adoptar la Cartografía Oficial ordenada por el Decreto 1500 de 2018 y la 

Sentencia   47001-23-31-000-2013-0008-01 del Consejo de Estado para delimitar la 

Línea Negra en todos los Sistemas de información utilizados para tomar decisiones 

sobre el territorio ancestral delimitado por el IGAC.  

b. Involucrar al IGAC y los lineamientos, en cuanto sean expedidos por la Institución 

técnica, relativos a normas de calidad a nivel de especificaciones técnicas, metodología 

o guía metodológica, contenidos mínimos e instrumento para adelantar el Catastro 
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Multipropósito  liderado por dicha institución a los procesos de generación de procesos 

de información sobre Cartografía Oficial referida en el Decreto 1500 de 2018. 

c. Vincular la variable del Decreto 1500 de 2018 a la información pública de los contratos, 

obras y planes adelantadas por las Agencias Estatales (ANI, ANM, ANH, ANT). 

d. La presente instrucción deberá ser traducida a las lenguas de los pueblos que habitan la 

Sierra Nevada de Santa Marta. De no ser procedente el lenguaje escrito, será leído el 

documento en lenguaje nativo por traductor ante las autoridades indígenas 

correspondientes e identificadas. 
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Anexo II  

 

Mapa 1. Solicitudes y títulos mineros en territorio Línea Negra 

 

 
Fuente: Ministerio del Interior 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CONSULTA PREVIA: ENTRE EL RECONOCIMIENTO Y DESCONOCIMIENTO 13 

 

 

 

Mapa 2. Dimesión de Línea Negra y Resguardos en la SNSM 

 

 
Fuente: IGAC 


